Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA (Topolansky).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 8.) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se lee:) 


Invitación a la Ceremonia de Egreso del Primer Curso de Capacitación para Operadores 
Penitenciarios 2011, que se llevará a cabo el próximo 15 de diciembre, a la hora 10, en el Auditorio 
Nelly Goitiño del Sodre - Sala Héctor Tosar. 


La Comisión Especial para el Seguimiento de la Situación Carcelaria da la bienvenida al 
señor Ministro del Interior, señor Eduardo Bonomi, al Director del Instituto Nacional de Rehabilitación, 
Inspector General (R) Alcides Caballero y a la asesora del señor Ministro en materia penitenciaria, 
psicóloga Gabriela Fulco. 


El jueves pasado recibimos el informe anual del Comisionado Parlamentario y también nos 
relató los sucesos ocurridos en la cárcel de Canelones. Por lo tanto, decidimos convocar al señor 
Ministro por el mismo tema. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Inmediatamente después de presentarse en esta Comisión, el 
Comisionado Parlamentario, doctor Garcé, me llamó para comunicarme las denuncias que realizó 
sobre los hechos ocurridos en Canelones y me envió el informe. Yo lo leí y enseguida solicité a la 
psicóloga Fulco y al Inspector Caballero que realizaran una visita al lugar y se informaran acerca de lo 
sucedido. 


En el informe el doctor Garcé relata los hechos y dice que considera que, en primera 
instancia, la respuesta policial fue adecuada y se ajustaba a lo que estaba pasando, pero que, a partir 
de determinado momento la conducta policial se alejó del procedimiento normal. El doctor Garcé 
califica estos hechos como tortura e hizo la denuncia en el Juzgado. 


Luego de la visita al módulo y de conversar con las personas involucradas, no se pudo 
confirmar la segunda parte del hecho. Además, esto está en el Juzgado. Quiero aclarar que el hecho 
de que no se haya confirmado en nuestra vista no quiere decir que no haya sucedido. Simplemente, 
nosotros no tenemos confirmación de los excesos relatados. 


De todas maneras, se dio cuenta a la Dirección de Asuntos Internos para que investigue los 
hechos. Es decir que en este momento hay tres situaciones planteadas: la investigación judicial, la 
investigación administrativa y la investigación de la Dirección de Asuntos Internos. Insisto que esto no 
quiere decir que los hechos no hayan sucedido; nosotros no lo tenemos confirmado. 


SEÑORA FULCO.- Voy a leer una parte del informe que presenté al señor Ministro del Interior una vez 
realizada la visita. Dice así: "El viernes 2 de noviembre el Director del INR, Inspector Gral. Alcides 
Caballero, la Asesora en Materia Penitenciara Psic. Gabriela Fulco y el Jefe de Policía de Canelones 
Insp. Herodes Ruiz, visitaron la Cárcel con el fin de realizar una recorrida de observación y dialogar con 
los internos- En el módulo 2 - sector A donde se produjo el incidente, el Director Gral y la Asesora se 
reunieron en privado con los delegados del sector, quienes se encargaron de solicitar al resto de los 
internos del mismo, que los que tuvieran alguna queja para presentar podían hacerlo en ese momento, 
e igualmente los que quisieran referir y mostrar lesiones como resultado del incidente podían hacerlo.- 
Los delegados realizaron la convocatoria con insistencia, sin haber tenido ninguna respuesta. Los 
internos pedían únicamente salir al patio. Los delegados manifestaron que la situación era de total 
tranquilidad, derivando la conversación en cuestiones referidas a lo ambiental, la limpieza y el agua, 
quedando el Director Gral. y la Asesora en reunirse nuevamente la semana entrante" -en este caso, 
mañana- "para plantear un operativo de limpieza y desinfección tal como se viene realizando en el 


Penal de Libertad. En la recorrida por el resto de los sectores, ningún interno hizo referencia al 
incidente, estando interesados en exponer diversos pedidos de carácter personal". Esto fue lo que 
recogimos en la hora y media que estuvimos en el establecimiento. 


Como dijo el señor Ministro, estamos esperando las conclusiones derivadas de la denuncia 
penal, de la investigación de la Dirección de Asuntos Internos y de la investigación administrativa que 
de rigor opera inmediatamente en estos casos. 


Por otra parte, podemos decir que a nivel general se viene realizando una campaña intensa 
de sensibilización de todo el personal policial "L” -digo "L" para diferenciarlo de los nuevos operadores 
penitenciarios que participaron durante tres meses en cursos de capacitación de ingreso estrictamente 
planificados y centrados en todo lo que tiene que ver con la normativa de derechos humanos- para que 
se entienda que esta Administración considera que se debe trabajar en el sistema penitenciario con 
total apego y en sintonía con las normas de derechos humanos, ya sean nacionales como 
internacionales. 


En ese sentido, el 1% de setiembre de 2011, a través del Boletín de Órdenes Diarias, se 
distribuyó para conocimiento de todos los funcionarios un compendio de reglas mínimas, cuya 
organización me parece importante señalar. Acá se explica cómo cada uno de los pasos que se da en 
el sistema penitenciario cuando ingresa una persona debe estar sostenido por los lineamientos de 
cuatro normas básicas: primero, las Reglas Mínimas de Naciones Unidas para tratamiento de los 
reclusos; segundo, la Ley N* 14.470; tercero, las Reglas Europeas referidas al sistema penitenciario, y 
cuarto, las últimas recomendaciones de OEA, de marzo de 2010, relativas a algunos ajustes de las 
Reglas Mínimas de la ONU. Aclaro que no es que nos competa el cumplimiento de las Reglas 
Europeas sino que se ponen simplemente como referencia porque representan una actualización de 
las Reglas Mínimas de Naciones Unidas de 1955. 


En este compendio están delineados todos los pasos en cuanto a visitas, chequeos, 
requisas, trato del personal, derecho a petición y queja, etcétera, con la referencia a qué artículo o 
reglamento de las cuatro normas fundamentales corresponde. Esto es parte de la campaña de 
información y sensibilización, porque no se puede llevar a todo el mundo a las aulas para que entienda 
el cambio. Dejo este material a la Comisión. 


Por otro lado, estamos trabajando en unos documentos de consulta diaria, que tienen que 
ver con lo mismo, es decir, con la administración penitenciaria en el contexto de los derechos humanos. 
Nosotros pretendemos que los funcionarios tengan a mano estos dos resúmenes y lo porten en el 
bolsillo, o donde sea, para consultas diarias que tengan que ver con el trato dentro del establecimiento. 
En primera instancia, repartimos estos documentos en el establecimiento de Libertad, lo cual será 
apoyado luego con algunos talleres donde los funcionarios tendrán que comprobar que este material se 
leyó, que no es un papel más que se entrega y se guarda en algún lado. Por eso, estamos organizando 
algunos talleres con estudiantes de la Facultad de Derecho, lo que reforzará esta cuestión. 


Nosotros pretendemos caminar hacia una Administración centrada en el cumplimiento de la 
normativa relativa a derechos humanos. 


Con respecto a la situación carcelaria, estamos en un proceso importante, se han logrado 
muchos cambios y avances, pero todavía tiene puntos importantes de tensión, generados por el 
hacinamiento que todavía no está resuelto completamente. Dicho hacinamiento y las condiciones de 
reclusión hacen que, tanto la vida del privado de libertad como la de los guardias y la de las personas 
encargadas de la custodia o del tratamiento vivan en tensión, y a partir de ello se puedan suscitar 
hechos que pueden remitir a viejas prácticas que se han dado en el sistema en los últimos cuatro años 
como, por ejemplo -de corroborarse la denuncia- estos excesos. Por tanto, queremos comunicar que 
estamos trabajando en el cambio de mentalidad del personal. 


SEÑOR CABALLERO.- Quisiera comentar que, coincidentemente con lo que acaban de decir el señor 
Ministro y la asesora en materia penitenciaria, luego de los sucesos -porque no tomé conocimiento de 
ellos en forma inmediata- nos constituimos en la Cárcel Departamental de Canelones. Luego de hacer 


una visita entendimos junto con la señora asesora que lo más conveniente era tener una reunión 
privada con los internos, porque la persona que está privada de libertad está sujeta a un régimen muy 
especial dentro de una organización, como ocurre dentro de las jefaturas de policía. 


Así fue que llamamos a los delegados y mantuvimos esa reunión con ellos en forma muy 
directa y muy concreta. Les dije que era el Director del Instituto Nacional de Rehabilitación, que venía 
de Montevideo, que me interesaba saber qué había pasado, que me tuvieran confianza, que no tenía 
que ver con el entorno policial de la Jefatura de Canelones y que con mucho gusto los escucharía. 
Todos coinciden en que se generó un incidente entre dos reclusos y que luego se formaron dos grupos 
que pretendían ganar el terreno dentro de ese módulo. Esa situación generó una reyerta casi general 
en todo ese sector. En ese momento, la Policía intervino, restableció el orden siguiendo el proceso -tal 
cual ha salido publicado- y luego, aparentemente, podría haber ocurrido algún exceso. 


Yo les vuelvo a reiterar que junto con la asesora voy a seguir visitando el establecimiento 
porque es nuestra responsabilidad, no porque la Cárcel de Canelones esté bajo la égida del Instituto 
Nacional de Rehabilitación sino por el trabajo que cada uno tiene en esta gran propuesta de sistema 
penitenciario uruguayo. 


Luego de que me cuentan lo sucedido, les pregunto si saben a quiénes golpearon, y les 
propongo llamar a alguno. Si ocurría alguna situación de esas características, tenía previsto sacarlos 
del establecimiento y traerlos a un lugar diferente. Ellos hicieron la consulta y, en ese momento, 
ninguno manifestó interés en denunciar nada. 


Eso fue lo que hicimos en esa visita. ¿Por qué? Porque ya había intervenido la Justicia, y 
tenemos que ser muy cautelosos cuando hay casi un presumario judicial iniciado por una situación de 
esas características. Como comentaba el señor Ministro, hay una actuación judicial y yo estoy 
haciéndole un seguimiento. El Magistrado que intervino en esta causa está convocando a algunos 
internos y a los policías para tomarles declaraciones. Se está realizando una investigación 
administrativa a través de la Dirección de Asuntos Internos para determinar la responsabilidad, además 
de la que va a llevar a cabo la propia Jefatura de Policía de Canelones. 


Me parece bueno señalar algunos aspectos que deben ser tenidos en cuenta. En este 
proceso que iniciamos este año, hemos tratamos de dar pasos fuertes y definidos, algunos de ellos no 
muestran ese resultado que todos esperamos pero hay cosas muy puntuales a destacar. Por ejemplo, 
se han cerrado establecimientos que estaban en pésimas condiciones y se incorporaron operadores 
penitenciarios para mejorar la calidad del servicio que se tiene que dar en un establecimiento 
penitenciario a personas privadas de libertad. Tengo muy presente el artículo 26 de la Constitución de 
la República y la Ley N*14.470, que me parece excelente en lo que tiene que ver con la organización, 
los derechos y las obligaciones que tienen que ver con la tarea del sistema penitenciario. 


Todo lo anterior no quita que pueda haber ocurrido una situación como la denunciada, pero 
la Justicia está interviniendo y yo creo que hay que esperar a que se aclare porque, aparentemente, el 
incidente fue bastante grande, y para ello se está convocando a los distintos actores. Vamos a ver qué 
ocurre en el futuro. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Insisto en que no descarto que haya pasado lo que el señor 
Comisionado informó. Simplemente no tenemos constancia de ello. Sé que hay situaciones que dan 
miedo; entonces quienes pasan por ellas no las mencionan, perfectamente puede haber desconfianza. 
Por lo tanto, pueden no a haber dicho nada a la psicóloga Fulco ni al Inspector Caballero. No sé si 
dijeron algo ante el Juez. Es una situación muy difícil de investigar. Si quien sufrió el problema no lo 
dice, es difícil de llegar a conclusiones. 


De todos modos, vamos a seguir las dos investigaciones que nos competen. El oficial que el 
Comisionado Parlamentario denuncia en este momento está en uso de licencia. Terminada la licencia 
irá a otro destino, es decir que no vuelve a la cárcel, independientemente de que haya un resultado que 
indique que es correcto lo que se denuncia o que no lo haya. Cuando digo que no haya un resultado 


me refiero a las tres investigaciones, a la del Juzgado y a las dos nuestras. De todas maneras, no 
vuelve a la cárcel. Ya veremos a través de las investigaciones si hay mérito para otra cosa. 


SEÑOR TROBO.- Quisiera realizar algunas preguntas al señor Ministro con respecto al informe del 
Comisionado Parlamentario, que conoce. Me interesa saber si el Ministerio del Interior puede confirmar 
qué señala el Comisionado Parlamentario en relación con el personal que tuvo lesiones como resultado 
de estos hechos. Además me gustaría tener algún comentario -si fuera posible- respecto de la versión 
de los hechos de este personal. Es cierto que el asunto está en la Justicia pero, a su vez, el Ministerio 
está realizando una investigación y supongo que contará con declaraciones que no están sometidas al 
secreto de presumario. Para nosotros es muy importante avanzar sobre algunos aspectos que aquí se 
señalan. 


La otra pregunta que quiero realizar tiene que ver con un aspecto que señala el Comisionado 
Parlamentario que para mí, en esta circunstancia, es relevante. 


Me refiero al marco o al contexto en el cual ocurrieron estos incidentes; el Comisionado 
Parlamentario hizo una serie de señalamientos severísimos respecto a la situación de la Cárcel de 
Canelones. Cuando concurrió a esta Comisión el Comisionado dijo que allí se vivía una especie de 
desastre, no solo porque la cantidad de internos supera la que pueden soportar los edificios, sino 
porque eso está sometiendo al personal de vigilancia a un estado de incompetencia para funcionar. 
Además, como no se soluciona el problema de la Cárcel de Canelones, el incidente que ocurrió estos 
días puede repetirse en cualquier momento, por otras circunstancias y con un volumen mucho mayor 
de internos, lo que podrá ser claramente verificable, pero en este caso el Ministerio tiene dudas de que 
los hechos hayan sido de la magnitud que señala el Comisionado Parlamentario. 


Entonces, me gustaría contar con un informe bien detallado y profundo sobre esa situación, 
para saber cuándo se va a terminar con todo esto, porque hace siete años que se declaró la 
emergencia sanitaria del sistema carcelario. Sabemos que la Cárcel de Canelones existe desde hace 
muchísimos años, pero en los últimos siete ha estado a cargo de este Gobierno, y está en las mismas 
condiciones que en el año 2005. Por eso nos interesa saber cuándo se terminará todo esto. Además, 
hay que tener en cuenta la realidad jurídica y presupuestal que tiene actualmente el departamento de 
Canelones. Este departamento es el único que, además de graves problemas de inseguridad -que 
también los padece el departamento de Montevideo- tiene una cárcel a su cargo, la cual está en una 
situación explosiva. Por tanto, el sistema de seguridad de Canelones está sometido a una presión 
brutal, ya que tiene que actuar con respecto a la seguridad pública y como jerarca de un 
establecimiento carcelario que está, como dije, en condiciones explosivas, lo cual no le pasa al 
departamento de Montevideo, porque aquí el sistema carcelario depende de la jerarquía del Ministerio 
del Interior y del área que corresponde al sistema penitenciario. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Voy a dividir la respuesta en dos aspectos; y el segundo aspecto 
también lo voy a dividir. 


Yo creo que las cosas pasaron, en primera instancia, por lo que señaló el Comisionado 
Parlamentario: hubo un problema entre dos presos. Uno de ellos trató de quitarle la comida a otro, 
-algo que hacía asiduamente, aunque no con él, sino con otros internos- y este resistió la agresión. 
Luego de ello, como dijo el Inspector Caballero, se formaron dos grupos, los cuales se enfrentaron. En 
ese incidente hay seis policías heridos leves y diez u once reclusos heridos leves, y el Comisionado 
Parlamentario considera que esa actuación fue correcta. 


Es más -esto no se dice en el informe-: algunas personas privadas de libertad que fueron 
entrevistadas por la psicóloga y por el Inspector manifestaron que, afortunadamente, había intervenido 
la policía, porque de no haber ocurrido así hubiera habido, por lo menos, dos muertos. Como dije, el 
Comisionado Parlamentario avala esa primera etapa y señala que luego se produjo un problema, que 
es lo que denuncia; reitero que el Comisionado no denuncia la primera intervención, en la que se 
dispararon municiones no letales, sino lo que ocurre después. 


Luego de este incidente el oficial Ruben Reyes saca de la celda -de a una o de a dos- a las 
personas privadas de libertad, las desnuda y les pega. Eso fue lo que no se reafirmó en la entrevista 
que se llevó a cabo. Por supuesto, no sé si eso fue reafirmado en el Juzgado o si la señora Jueza o el 
señor Juez tendrán que determinarlo. Nosotros, de todos modos, seguimos investigando, y hasta ahora 
no lo tenemos confirmado. Yo trato de ser cuidadoso y no descarto que eso haya sucedido pero, como 
dije, esos hechos no fueron verificados en las conversaciones que se mantuvieron con los presos. 


Es cierto que hubo líos con la policía; inclusive, el Comisionado Parlamentario cuando 
describe la situación dice que como quien provocó la reyerta que se produce tenía todas las de perder 
y quiere salir más honrosamente de la situación, le dice a todas las personas privadas de libertad que 
apunten contra la policía. Entonces, varias de esas personas se lanzan contra la policía, por lo que se 
producen heridos de ambas partes, aunque en mayor grado entre los presos. Esa situación para 
nosotros se da, pero lo que no logramos confirmar es lo que sigue después. Insisto en que quiero ser 
cuidadoso, aunque eso no quiere decir que no haya ocurrido. 


El señor Legislador Trobo también consultó con respecto a la situación de la Cárcel de 
Canelones. Con respecto a lo manifestado por el Comisionado Parlamentario hay algo que no me 
queda claro; creo que el Comisionado comete un error al decir que hay un hacinamiento del 120% y 
que, de acuerdo a las normas internacionales, es crítico. Nosotros consideramos que un hacinamiento 
de 120% es norma, no crítico. Por tanto, tengo dudas acerca de si el número ese 120% es exacto o si, 
realmente, el porcentaje de hacinamiento es mucho mayor. Si el porcentaje es mayor, sería crítico, 
pero si, en realidad, hay un 120% de hacinamiento, no podemos hablar de una situación crítica 


Nosotros pensamos que la situación es crítica pero por otra razón. En uno de los motines 
rompieron el sistema sanitario, y si bien desde que se votó la Ley de emergencia sanitaria el año 
pasado se produjeron muchas mejoras, el sistema sanitario no se pudo reparar porque para ello es 
necesario trasladar, por lo menos, a cien reclusos. Entonces, en este momento el trabajo está 
suspendido porque se están creando -en dos semanas seguramente eso estará terminado- cien plazas 
dentro de la Cárcel de Canelones para trasladar a esa cantidad de reclusos. Luego de que se produzca 
el traslado de estos presos se terminará de arreglar el sistema sanitario. Por tanto, no podemos decir 
que no se esté trabajando en este problema, sino que para poder resolverlo hay que realizar otras 
reformas. 


Por otra parte -lo que voy a decir es una contradicción; lo quiero dejar claro- tenemos 
cuatrocientas plazas libres en Punta Rieles, doscientas cincuenta plazas libres en Rivera, y en el correr 
de estos días quedarán doscientas más en Maldonado. 


Aclaro que nosotros no vamos a trasladar presos con el solo objetivo de bajar el 
hacinamiento. Si sacamos doscientos cincuenta presos de la Cárcel de Canelones se termina el 
hacinamiento, pero no lo vamos a hacer solo con ese objetivo. Los traslados que llevemos a cabo los 
haremos en el marco del funcionamiento del sistema que creemos que es conveniente, basado en la 
progresividad. Por esa razón los presos deberán cumplir determinadas características, y se hará una 
clasificación. Entonces, si la clasificación de las personas penadas no alcanza para hacer traslados, 
clasificaremos procesados y estableceremos una división dentro del penal de Punta Rieles, parte para 
penados y parte para procesados. Si hoy sacamos doscientos cincuenta o trescientos presos de 
Canelones y los llevamos a Punta de Rieles, y luego sacamos otros del COMCAR, para bajar el 
hacinamiento que allí existe, y los llevamos unos a Rivera y otros a Maldonado, lo único que hacemos 
es desparramar el problema por todo el país y eso no lo vamos a hacer aunque por un tiempo 
debamos tener cierto hacinamiento. Si medimos globalmente las plazas disponibles y la cantidad de 
presos existentes, hoy tenemos un hacinamiento absolutamente normal. Pero esta es una ilusión 
óptica, porque hay cárceles que no tienen ningún hacinamiento y entonces las que sí lo tienen es por 
arriba de lo admitido. Entonces, para hacer la distribución la haremos absolutamente basados en una 
clasificación. Nosotros ya hicimos un traslado a Punta de Rieles; para el traslado de las primeras 
cincuenta personas nos basamos en la clasificación que normalmente hacía el INACRI y creo que nos 
equivocamos en un 98% de los casos. Tuvimos que dar marcha atrás, devolver la gente de Punta de 
Rieles a COMCAR, volver a clasificar a las personas con otros criterios -no los que utilizaba el INACRI- 
y ahora Punta de Rieles está funcionando muy bien. Lo que pretendemos hacer es una nueva 
clasificación y entonces sí llevar a cuatrocientas personas más a Punta de Rieles -lo cual bajará el 


hacinamiento tanto del COMCAR como de la cárcel de Canelones-; lo mismo haríamos con las 
personas que llevemos a Rivera y a Maldonado. 


SEÑOR TROBO.- El Comisionado Parlamentario dice que la densidad poblacional asciende al 145%. 
Además, si uno hace las cuentas da: hay 760 plazas y 1.105 reclusos, o sea que hay 345 presos más 
que las plazas existentes; esto es el 145%. 


En cuanto a la consideración de que 120% es aceptable, lo será en la estadística pero nos 
estamos refiriendo a personas que están hacinadas en ese porcentaje; es la mitad de la cantidad de 
las plazas existentes por sobre las posibilidades del establecimiento. Eso es lo que leí y surge 
claramente de los datos que figuran en el informe. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Lo que yo leí daba cuenta de un hacinamiento de 120%. 
Además, vi las cifras y me dio la impresión -no hice la cuenta- de que por el número de plazas y el de 
presos, el hacinamiento debía ser mayor a 120%, pero cuando maneja que el 120% con respecto a 
Canelones es crítico, eso no corresponde. De todas maneras, no importa: el error está en la cifra y no 
en la cantidad de gente. El problema es que las plazas son sensiblemente menores a la cantidad de 
presos. Eso es así y creo que se puede ampliar más al respecto. 


SEÑORA FULCO.- Tengo acá una información que puede dar respuesta a lo que plantea el señor 
Diputado Trobo y también voy a dar un panorama general. 


La Cárcel Departamental de Canelones tiene una población de 1.110 internos, de los cuales 
447 son primarios y 663 son reincidentes. Hay 781 procesados, 329 penados, habiendo cumplido los 
dos tercios de pena un total de 151 personas. Entre la población carcelaria hay un peso importante de 
los jóvenes: el 35% tiene entre 18 y 25 años y el 34% entre 26 y 35 años de edad. En el otro extremo 
vemos que solamente un 4% tiene más de 55 años. Este es un panorama de la composición de los 
privados de libertad. 


El número total de funcionarios policiales en esta Cárcel es de 163. Los índices de violencia 
respecto al período anterior han bajado en forma considerable; esto me consta porque vengo haciendo 
recorridas y visitas permanentes. Desde el inicio de la gestión del actual Director del establecimiento, 
Comisario Robert Paz, se observan las siguientes mejoras. Antes quiero decir que al principio del 
período 2010 consignamos que las cárceles de situación más critica eran COMCAR y Canelones, es 
decir que esta última es de los desafíos más grandes que tiene este sistema. No quiero decir que 
desmerezco o devalúo la situación de la Cárcel Departamental de Canelones, que es crítica, pero ha 
mejorado. 


Las mejoras han sido las siguientes: 1) Se actualizaron los registros de todas las personas 
privadas de libertad a través de una ficha identificatoria completa. Esto no es algo menor sino que es 
un punto que está vinculado, además, a la clasificación. 2) Se expidieron cédulas de identidad a todas 
las personas que no la tenían, que fueron muchas. 3) Se tramitó el carné de asistencia para todos. 4) 
Se inició un proceso de clasificación que permitió la relocalización de la población. A saber: Módulo 2 - 
Sector A: Primarios; Sector B: Seguridad; Sectores C y D: Reincidentes; Módulo 1: Reincidentes de 
buena conducta y planta alta: un total de 60 extranjeros. Barracas 2 y 3: Delitos Sexuales; Barraca 6: 
mayores de 55 años; Barracas 1 y 5: Buena conducta. 5) Estos cambios eliminaron situaciones, tales 
como el rastrillaje o robo a la visita, que se daban en el pasado. Cualitativamente, esto no es menor a 
los efectos de lo que hace a los niveles de conflictividad dentro de la cárcel y a la irrupción de peleas, 
acuchillamientos o muertes, como había en el pasado. 


Con respecto a las visitas, cada sector tiene visita dos veces por semana, de 9 a 16 horas. O 
sea que el horario de visita es bastante extenso. Los módulos 1 y 2 disponen de patio interno libre y 
una hora y media de patio externo; las Barracas disponen de patio todo el día. 


El Departamento de Informática del Ministerio del Interior trabaja para la instalación de un 
dispositivo de lectura de huella dactilar con el fin de mejorar la seguridad. 


La atención en salud es cubierta por personal de Sanidad Policial, coordinando con el 
Hospital Público de Canelones las consultas a especialista necesarias. Todos los días, en el horario de 
la mañana, disponen de consulta médica y la enfermería está cubierta las 24 horas. El Servicio 
Odontológico atiende una vez por semana; la Liga Antituberculosa atiende dos veces por semana; el 
Servicio de Infectología atiende dos veces por mes. 


El convenio de cooperación con la Unión Europea prevé el equipamiento completo del área 
de salud en los establecimientos que lo requieran, siendo una de las prioridades su concreción en el 
departamento de Canelones. Se proyecta así la adecuación de instalaciones para atención sanitaria de 
los privados de libertad de tipo primaria y secundaria, con régimen de emergencia y equipo radiológico, 
entre otras cosas. Quiere decir que en 2012 va a haber un cambio sustancial en lo que tiene que ver 
con la atención de salud, que es una preocupación constante para el personal, para los privados de 
libertad y para los familiares. 


El Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados destinó dos psicólogos quienes, además, 
participan de la Junta de Tratamiento que se reúne mensualmente y realizan atención a demanda 
también de las personas liberadas. La intervención del Patronato permitió, entre otras cosas, que se 
facilitara el transporte al liberado, a través de un acuerdo con COPSA. 


En el marco del proyecto denominado "Alternativa Solidaria: Promoción del Cooperativismo 
de Trabajo en los Centros Penitenciarios de Canelones, como Herramienta para la Consolidación de la 
Democracia y el Estado de Derecho en Uruguay", que se lleva a cabo con apoyo de la Unión Europea, 
se está construyendo una panadería dentro del establecimiento. En este momento se está terminando 
de construir el horno, en cuya obra se encuentran ocupados cinco reclusos. La panadería estaría en 
condiciones de inaugurarse a finales de 2011 o comienzos de 2012 y ocuparía, en principio, a siete 
personas privadas de libertad, trabajando en coordinación con liberados, los cuales formarían una 
cooperativa a tales fines. El proyecto prevé la capacitación y asesoramiento en formación de 
cooperativas. 


En el área educación se mejoró el salón de clases y se encuentran en trámite las gestiones 
para incorporar clases de secundaria; por ahora solamente se dan clases de primaria. Hasta la fecha 
hay cuarenta interesados en inscribirse para los cursos de secundaria. 


Respecto al trabajo se volvió a reeditar el proyecto Doble Solidaridad en el marco del plan de 
Emergencia Nacional que se aplica en Neptunia que se renueva por un mes más. Este aporta cupos de 
trabajo para veinte personas y es mixto; a la fecha trabajan siete hombres y diez mujeres en tareas de 
desmalezamiento. No se ocupan todos los cupos pues no todas las personas seleccionadas son 
autorizadas por el juez para la comisión laboral. Este es otro desafío que tenemos por delante respecto 
a la coordinación con el Poder Judicial. Estos reciben medio peculio y tarjeta del MIDES. 


La empresa que realiza trabajos de sanitaria en el módulo 2 ha ocupado a tres personas y la 
empresa que realiza trabajos de acondicionamiento de la red eléctrica, a cinco personas privadas de 
libertad. El módulo 2 más que nada lo caracteriza la situación grave y crítica que tiene el centro de 
Canelones y esta situación se debe a que ese módulo se había arreglado y se destruyó totalmente 
-parecido a lo que había ocurrido con las latas en Libertad- pero ahora se está arreglando. La parte 
destruida era la eléctrica y la sanitaria. 


La Dirección del Establecimiento hace notar que luego de los arreglos no ha habido rotura o 
vandalismo en las instalaciones nuevas por lo que es una señal importante. Aquellas obras tanto de 
construcción como de saneamiento y electricidad en las que se ocupan personas privadas de libertad, 
están siendo respetadas porque ellos mismos participan de la construcción. Es una señal para 
aumentar la dotación de personas en los arreglos de las cárceles y también tira por tierra otro código 
carcelario, el de que los reclusos no trabajan en la construcción de su propia celda o instalaciones. Eso 
está cambiando ya que por ejemplo en el COMCAR cerca del 20 de diciembre vamos a inaugurar un 
módulo nuevo de mínima seguridad para aproximadamente doscientos cincuenta internos y toda la 
mano de obra del módulo 9 del COMCAR está siendo realizada por los reclusos. 


Hay cinco personas ocupadas en el armado de cajas de alfajores "Nativo" a través de esta 
empresa. En el área de las artesanías se destaca la participación en exposiciones en el LATU, de una 
persona privada de libertad que brinda clases para aprender el oficio de telares y alfombras. Otros 
están ocupados en tareas de fajina y distribución de rancho otorgándoseles los peculios 
correspondientes que a la fecha ascienden a ciento cinco. Para el año 2012 se prevé el aumento de los 
peculios para todo el país. 


El costo del proyecto de la Unión Europea ya referido asciende a 3 151.673, siendo el 
aporte de la Unión Europea de > 121.000 más, lo que permitirá en breve la puesta en marcha de un 
emprendimiento de panadería por el que cada seis meses pasarán quince personas privadas de 
libertad. La Junta Nacional de Drogas contribuye con los profesores y el MIDES con la asistencia y 
seguimiento de la cooperativa integrada a la fecha por ocho personas. La panadería permitirá el 
suministro diario a todo el establecimiento. 


Respecto al deporte, la incorporación de la ONG "Vida Nueva" permitió la realización de un 
campeonato en el que participaron trescientas personas quedando designada una selección del 
establecimiento. 


En cuanto al culto religioso, se permite el ingreso de los diferentes cultos a fin de que 
prediquen su fe. A la fecha ingresan referentes de cuatro iglesias de la zona. 


La comida se hace diariamente para la totalidad de las personas privadas de libertad. Un 
número no determinado no levanta comida pues se cocina y otro número no determinado levanta la 
comida ocasionalmente. Para los que se cocinan, todos los sectores disponen de una cocina a gas. Se 
calcula que unas ciento treinta personas no reciben visita encontrándose por tanto en una posición 
disminuida desde todo punto de vista. 


En lo que tiene que ver con la arquitectura, como mencionó el señor Ministro, las refacciones 
que se encuentran en curso permitirán el aumento de cien plazas, disminuyéndose el hacinamiento en 
un plazo breve. Se están refaccionando asimismo los módulos de hormigón construidos a mediados 
del 2002 que se encontraban en franco deterioro, logrando dejarlos en condiciones habitables 
nuevamente, por lo que ha sido necesaria la redistribución temporaria de las personas según el sector 
en el que se esté trabajando. Esto también justifica el hacinamiento en algunos sectores pues ha 
habido que vaciar algunas áreas para la refacción. En este sentido, las refacciones de instalaciones 
eléctricas y sanitarias ya están culminando, previéndose su finalización para mediados de la semana 
próxima. 


Las personas que se encuentran durmiendo en el piso lo hacen en colchones. El Instituto 
Nacional de Rehabilitación está procurando la renovación de colchones y la provisión de camas. 


El INACRI llevó a cabo un trabajo de clasificación de personas privadas de libertad para 
realizar trabajos extramuros de acuerdo a una nómina remitida por el Establecimiento. 


Respecto a las solicitudes de libertad anticipada, en dicho Instituto se encuentran 
aproximadamente cincuenta expedientes en trámite, de los cuales doce saldrían informados en el 
correr de esta semana, estando el resto en etapa de informe jurídico. 


Observamos que si bien la situación de la Cárcel Departamental de Canelones ha mejorado 
respecto al inicio del 2010, resta aún mucho trabajo por hacer, porque como dijimos, es uno de los 
establecimientos con mayor deterioro. 


Por otra parte, y en tanto las cárceles departamentales han utilizado a este establecimiento 
para el traslado y depósito de todos los privados de libertad de difícil adaptación, o peor conducta, se 
agrega un plus de conflictividad de una población mayoritariamente joven y con causas por delitos de 
entidad. Al respecto estamos manteniendo algunas conversaciones para limitar el ingreso de reclusos 
de otros departamentos a Canelones solicitado por las cárceles departamentales. 


Como es sabido, nuestra administración ha centrado sus planes y desarrollo de proyectos en 
estricta sintonía con toda la normativa nacional e internacional en materia de derechos humanos. Es 
así que se ha constituido en el eje de los programas de capacitación desplegados para los funcionarios 
del escalafón S y para las instancias de reciclaje compartidas con el escalafón L. 


De más está decir que rechazamos y censuramos cualquier acto de violencia que transgreda 
la normativa dispuesta para el tratamiento de las personas privadas de libertad y de ser dictaminados 
por la Justicia, tendrán la sanción correspondiente en la vía administrativa y obviamente en la penal. 


Probablemente, el cúmulo de adversidades, que viven tanto los internos como los policías en 
el sistema penitenciario puede dar lugar a estallidos de violencia, como los que se han presentado 
debido a la tradición de malas prácticas policiales en materia de trato al detenido. 


La situación antinatural para el ser humano de privación de libertad, el trato inhumano y 
degradante naturalizado por condiciones de deterioro de las instalaciones, hacinamiento, ocio, escasas 
oportunidades de ocupación del tiempo libre, incertidumbre respecto al tiempo de privación de libertad, 
preocupación latente por la seguridad personal y otros, son factores presentes en el origen y activación 
de mecanismos de sobrevivencia que exponen al máximo el capital de agresividad propio del ser 
humano, que en las condiciones descriptas, solo puede expresarse en forma primitiva, prevaleciendo el 
uso de la violencia, al estar limitada la palabra u otras formas de civilidad para encauzarla. 


Las necesarias garantías de transparencia en la gestión dispuestas por el Estado para la 
refacción, construcción o ingreso de funcionarios a la administración pública, entre otros, cumpliendo 
con los tiempos de los procesos de licitaciones en unos y estableciéndose concursos para el ingreso a 
cargos públicos, con los correspondientes tiempos de capacitación para la tarea en otros, condicionan 
y definen el cronograma de planes de descongestionamiento y reforzamiento de los recursos humanos. 
Como decíamos, es uno de los temas acuciantes. Es sabido por todos que el excesivo uso de la 
prisión preventiva -señalado por todos los observadores internacionales en materia de derechos 
humanos- junto a la lentitud de los procesos judiciales para la resolución de las causas, al 30 de 
octubre del corriente ha evidenciado la existencia de un total de 6.018 procesados y 3.328 penados en 
el país. 


Alo expuesto no es ajeno, una mejora de la efectividad policial en la represión y aprehensión 
de personas sospechosas en la comisión de delitos, determinando un flujo continuo de ingresos a un 
sistema colapsado desde hace décadas. El número aproximado de personas en el establecimiento de 
Canelones en condiciones de ser liberadas, de acuerdo con el artículo 328 del Código Penal, 
modificado por Ley N* 17.897, de Humanización y Modernización del Sistema Carcelario, es de 151. 


Como expresamos, las medidas adoptadas por la Administración han sido las siguientes: 
inicio de la investigación administrativa correspondiente para el esclarecimiento y para la adopción de 
las consecuentes medidas, de acuerdo con su resultado; planificación de instancias de reciclaje para el 
personal en torno a las leyes y decretos nacionales e internacionales que regulan todo lo referido al 
trato al detenido; mesa de diálogo con los delegados, la Asesoría Penitenciaria y la Dirección del INR, 
con el fin de fomentar el compromiso de cuidado y conservación de los arreglos en curso -sanitaria y 
eléctrica- y la puesta en funcionamiento de un operativo de limpieza en cada sector, como prevención 
en salud -lo estamos haciendo con mucho éxito en el Penal de Libertad-; reposición de colchones y 
camas; aumento de la altura del cerco perimetral lindero con la carretera, para eliminar el lanzamiento 
de armas y drogas; limitar el ingreso de procesados solo del departamento de Canelones. Como ya se 
dijo, hay en curso dos investigaciones, una administrativa y otra de Asuntos Internos. 


Ese es el panorama al día de la fecha, que muestra las mejoras que ha tenido una situación 
crítica de por sí, que continúa siendo crítica. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que era importante escuchar la voz de las máximas jerarquías y de los 
asesores del Ministerio del Interior. 


Mientras escuchaba con mucha atención las expresiones de la licenciada Fulco, leía el 
informe primario que el Comisionado Parlamentario elevó a esta Comisión, con fecha 24 de noviembre 
-hace muy poco- en el que daba cuenta del estado de situación general de la cárcel de Canelones. Con 
todo respeto, señalo que parece que estaban hablando de cárceles distintas. El Comisionado describe 
condiciones que, realmente, son violatorias de los derechos humanos. 


Como hizo referencia el señor Diputado Trobo al señor Ministro del Interior, según consta en 
el informe que se ha presentado, la densidad es de un 135,49%, lo que supera, con exceso, el 120%, 
que es el máximo de densidad por plaza. De modo que aquí estamos ante una cárcel densamente 
poblada y con un grado de deterioro extremo. 


El Comisionado da cuenta aquí de todo lo contrario a lo que perseguía la Ley de 
Humanización y Modernización del Sistema Carcelario, que se votó hace cinco o seis años. Por 
ejemplo, con respecto al instituto de redención de la pena, en Canelones esto no funciona. En ese 
sentido, el Comisionado establece en su informe: "Las posibilidades de trabajo y estudio están 
sumamente acotadas. Funciona un solo salón de clase que carece completamente de mobiliario 
acorde para su función, apenas un 5% de la población concurre a clases de enseñanza primaria, no se 
dictan clases de secundaria". Un 5% implica aproximadamente 50 personas, en 1.110 que es la 
población actual de Canelones. Continúa expresando el Comisionado en el informe: "No existen 
instalaciones propias para talleres, [...] solo el 5% de los internos participa de algún tipo de actividad 
relacionada con talleres, fundamentalmente de artesanías.- Solo el 10% de los privados de libertad 
tiene asignadas comisiones laborales propias del establecimiento en áreas de limpieza, cocina y 
mantenimiento, [...] Más del 75% carece de cualquier tipo de actividad [...]". O sea que el ocio es el 
modo de vida carcelario de todos los días. 


El Comisionado Parlamentario establece que no hay ayuda del Patronato Nacional de 
Encarcelados y Liberados. 


En el informe, el Comisionado Parlamentario hace referencia a locutorios en condiciones 
absolutamente infrahumanas. Expresa que las personas están apiladas en los locutorios sin 
ventilación, luz ni instalaciones sanitarias. Establece en su informe: "[...] con falta absoluta de higiene y 
comiendo al lado de sus materias fecales. Algunas de estas personas han permanecido meses en tales 
condiciones lo cual es indicativo de la falta de seguridad existente en el centro [...]". Lo eligen porque 
tienen miedo de que los maten, hieran o torturen. 


Quitan los alimentos y la ropa a los reclusos. El Comisionado Parlamentario establece: "La 
alimentación que reciben los internos es insuficiente y de mala calidad, por lo que aquellos que no 
tienen familiares que les envíen encomiendas con alimentos padecen hambre." El Comisionado 
Parlamentario lo dice así, en forma clara, sin eufemismos. Continúa: "La asistencia médica de urgencia 
no tiene un espacio adecuado para llevarse a cabo. Todos los casos son trasladados al Hospital local, 
los que en varias oportunidades se ven entorpecidos o demorados por la falta de móvil para la 
conducción. Idéntica situación ocurre con los traslados coordinados que no pueden llevarse a cabo de 
la manera prevista por falta de locomoción [...]". 


Por otra parte, está el problema del personal afectado a esta cárcel. Se dice claramente que 
hay 1.110 reclusos y que la fuerza efectiva del establecimiento es de 157 policías, de los cuales 146 
son personal subalterno. Hay 11 Oficiales y 146 de personal subalterno para cuidar a 1.110 presos, 
reincidentes, la gran mayoría; drogadictos, la gran mayoría. Se establece en el informe: "Las guardias 
internas y externas están cubiertas por 25 funcionarios por turnos. La interna cuenta con 17 
funcionarios para custodiar a 1.105 personas (1 funcionario cada 65 internos)". 


Recordaba cuando estuvieron los israelitas aquí y dijeron cuánto personal había para cuidar 
a los reclusos en Israel; creo que era un guardia cada tres presos. Por supuesto que no nos podemos 
comparar con ese país; es otra realidad. Pero esto es absolutamente alarmante. Aquí hay cero 
rehabilitación. Quien piense que acá se puede rehabilitar a alguien, me parece que está imaginando 
situaciones absolutamente imposibles. Seguimos con el hacinamiento. 


En cuanto a los hechos, realmente, me llama la atención varios aspectos. En primer lugar, 
me llama poderosamente la atención que pida licencia el principal imputado de esta situación, además, 
que se la concedan y que se diga que será trasladado a otro destino. Me parece que no es eso lo que 
corresponde, tratándose de una denuncia de gravedad inusitada que hace el Comisionado 
Parlamentario, que es nada menos que la institución que da noticias al Parlamento y también al Poder 
Ejecutivo, porque este informe fue enviado al señor Ministro. Él reunió los elementos de prueba y de 
convicción en esta investigación, inclusive, llevando a un médico para revisar las lesiones de los 
internos, que expresó que había decenas de lesionados, e hizo una narrativa de los hechos; manifestó 
que los mataron a palos, que los tiraron al piso y les caminaron por encima, y que se había 
considerado heridos solo a los que sangraban, mientras que a los otros, que estaban todos 
machucados, no eran considerados como heridos. Se está ante una denuncia de inusitada gravedad, 
que no proviene de un recluso, sino del Comisionado Parlamentario y de todos sus asesores que 
concurrieron a interrogar a los reclusos directamente allí, en el establecimiento carcelario. El 
Comisionado lo dice con todas las letras; expresa que los mataron a palos, en el piso, desnudos. Se 
expresa en el informe que, mientras les pegaban, les decía un funcionario: "van a saber quién manda 
acá”. Se afirmó que el Oficial de iniciales "R.R." les habría dicho: “si hablás, vengo por vos” y “de esto 
no te va a salvar el Parlamento”. Vamos a tratar de salvarlos desde el Parlamento. ¡Cortaron el pelo 
con un cuchillo a los reclusos que tenían el pelo largo! Son tantos los detalles que se han brindado que 
cualquiera que lea esto sabe que es verdad. No da la sensación de que el Comisionado Parlamentario 
vaya a inventar una historia tan truculenta como esa para impresionar a alguien o para que salga en la 
prensa. 


Entonces, imagino que el Instituto de Rehabilitación o la Jefatura -no sé quién manda, en 
definitiva, si es el Jefe o el Instituto de Rehabilitación- tomará todos estos elementos reunidos por el 
Comisionado Parlamentario, estos elementos de juicio, para iniciar un sumario a este señor. Si se dice 
"licencia y traslado", es lo mismo que decir "traslado y autos". Me parece que esto es para un sumario, 
teniendo en cuenta la gravedad de las acusaciones. Se acude a la cárcel y los reclusos dicen que no 
saben nada, pero el Comisionado Parlamentario sabe a quiénes interrogaron, tiene la nónima de 
heridos. Si se da las garantías necesarias a los reclusos para que luego de sus declaraciones no 
sufran represalias, dirán la verdad; no puedo creer que digan que no pasó nada, porque pasó. También 
se habla de perdigonada con munición letal y no letal. Esto es lo que dice el informe del Comisionado 
Parlamentario. 


Entonces, tenemos una enorme preocupación por estos sucesos acaecidos en la cárcel de 
Canelones -no sé qué vía tomará la Justicia- pero también por el curso que deben tomar las 
investigaciones en el Ministerio del Interior. No se puede ser indulgentes con esto. Entiendo que 157 
policías, 25 por turno, no pueden dominar a 1.110 reclusos y, mucho menos, peligrosos. 


Ahí hay algo que está muy mal. Se dictó a toda máquina aquella ley de emergencia 
carcelaria a mitad de 2010, por la que se crearon 1.500 plazas para operadores penitenciarios en un 
escalafón diferente, y aparentemente todavía no ha entrado ninguno. En Canelones no ha entrado 
ninguno, y esa siempre fue una de las cárceles más problemáticas y con mayor hacinamiento del país. 
Se nos dice que el sistema carcelario uruguayo ha progresado, que hemos mejorado; quizás sí, yo no 
digo que no se haya mejorado en algunas cosas y que no haya una sana intención de mejorarlas, pero 
no hay velocidad. Es algo que le he dicho al Ministro: en materia de seguridad no hay velocidad. ¡No se 
puede esperar un año y medio! Si están las plazas, ¿por qué no se llenaron las vacantes? 


En el informe del Comisionado leí que los trescientos cincuenta y nueve operadores están 
para llenar cargos en Montevideo, Maldonado, Salto y Rivera, pero no en Canelones; no sé por qué 
lado van a venir más guardias para cuidar a estos 1.110. Punta de Rieles tiene 350 y el COMCAR 
sigue con 3.200. El COMCAR incorporó un módulo pero hay otro fuera de servicio, y es un desastre 
total. Hay un hacinamiento total, ingresan armas de fuego, hubo un intento de fuga que terminó con la 
muerte de un recluso, otro herido y guardias heridos con armas de nueve milimetros -tenemos un 
informe al respecto-; cosas que nos hacen tener una enorme preocupación respecto de la situación 
actual del sistema carcelario, de las muy pocas o nulas posibilidades de rehabilitación que ofrece un 
país que hoy vive una inseguridad de la que la prensa da cuenta todos los días. Me preocupa esto 
porque no veo avances 


La cárcel de Rivera, una magnífica cárcel, está a la mitad de su capacidad. Pregunto para 
qué hicieron una cárcel en Rivera con el doble de capacidad de la que necesitan. No quieren llevar 
presos de Canelones a Rivera ni de otros lugares a Maldonado, donde también hay lugar; entonces, 
¿para qué hacen establecimientos carcelarios de ese porte en la punta del país y no en lugares adonde 
se puedan trasladar presos para que vivan en condiciones de dignidad? Entiendo las dificultades; es 
muy complejo el manejo de esta situación. En Uruguay tenemos 9.300 presos, porque la población 
carcelaria no deja de aumentar. 


Me preocupa lo que dice el Comisionado Parlamentario respecto del temor que tienen estos 
operadores de trabajar, por ejemplo, en el tercer piso de la nueva cárcel de mujeres por motivos de 
seguridad. ¿Cómo vamos a ir encajando esto y cómo vamos a hacer el llenado de estas 1.500 plazas 
si para llenar las primeras 359 se habla de inseguridad laboral, hay cuestionamientos, etcétera? Es 
necesario llenarlas, porque la mayoría de ellos son técnicos o gente mucho más capacitada que el 
personal policial, sobre todo el de las jefaturas que no tiene preparación especial. 


La verdad es que esto de Canelones preocupa y mucho. Me preocupa mucho lo que hace al 
propio proceso de investigación interna; me parece que los hechos ameritan que se actúe de otra 
forma. Respeto que cada cual tenga sus responsabilidades. No sé qué va a pasar con la Justicia, la 
Justicia es independiente y hará lo que le corresponda hacer, pero me parece que hay que dar el 
ejemplo desde el propio Ministerio del Interior, poniéndole coto a este tipo de actitudes. Entendemos la 
dificultad de la tarea; este es el peor destino de la policía, esta es de las peores cárceles del país 
porque hay tantos reclusos en un lugar absolutamente inadecuado, en estado de obsolesencia total; a 
pesar de ser una de las cárceles más nuevas que tiene el Uruguay está destruida por actos vandálicos. 
No funciona la sanitaria, no se repara; es un desastre. 


Quería trasmitir esto y tener un panorama por lo menos en lo que hace a la provisión de 
personal, al llenado de las vacantes, al funcionamiento. ¿Cuándo va a entrar en funcionamiento la 
guardia de puerta para que se trate de impedir lo que pasó en el COMCAR, donde las armas de fuego 
parecen ser ya cosa tradicional? Recuerdo que los israelitas cuando estuvieron acá decían: "¿Armas 
dentro de las cárceles? ¡Jamás! ¿De fuego?, ¡ni hablar!". Pero ahora se ha hecho costumbre que 
aparezcan, hasta de nueve milímetros, algunas denunciadas por funcionarios policiales como hurtadas. 


Tenemos una serie de problemas y quisiera ver cuál es la óptica del señor Ministro y de sus 
asesores para encararlos en el futuro inmediato, porque me parece que esto no puede dilatarse en el 
tiempo. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Creo que hemos leído informes distintos, porque yo no saco las 
conclusiones que saca el Senador Moreira. 


Acá se habla de once heridos, y los delegados del Comisionado Parlamentario no hablan de 
decenas, hablan de quince. No cambia mucho; ese no es el problema. El problema tampoco son las 
plazas, tomado así como lo tomó el Senador. El Comisionado Parlamentario habla de 760 plazas; son 
las habilitadas, no son las que hay en Canelones. Hay plazas que nosotros inhabilitamos para poder 
repararlas; hay plazas que en una semana o dos van a estar y eso va a aumentar sustancialmente el 
número de plazas internas. Cuando dije que no íbamos a trasladar a Rivera no es porque esté en la 
otra punta del país, es porque no vamos a trasladar para bajar el hacinamiento; vamos a trasladar para 
que funcione un sistema. Eso es mucho más lento. 


Lo que leo no lo tomo como la realidad sino como una denuncia que tenemos que constatar, 
que evidentemente se dio en la realidad. Por lo tanto, la investigación se está haciendo, y hay dos, no 
una. Normalmente se hace una investigación para instruir un sumario, no se establece el sumario de 
primera porque si no estamos partiendo de la base de que efectivamente eso fue así. Y nosotros no lo 
podemos hacer, porque denuncias tenemos de todo tipo, y debemos establecer que la denuncia es real 
para hacer lo que el Senador pide. 


Dije de entrada que no descarto que las cosas hayan sido como dijo el Comisionado, pero 
cuando investigamos no surgió eso. Las personas heridas dicen que fueron heridas en lo que el 


Comisionado dice que es correcto. El Senador se alarmaba del disparo de munición no letal, y el 
disparo de munición no letal fue considerado normal y correcto por el Comisionado. Ese no es el 
problema; el problema es lo que viene después, y las propias personas privadas de libertad dijeron a la 
psicóloga Fulco y al inspector Caballero que menos mal que intervino la policía porque si no tendrían 
dos muertos. Entonces, el problema no es la intervención con disparo de munición no letal; el problema 
que señala el Comisionado es posterior a eso, y los heridos se producen dentro de ese problema. Se 
dice que se produjeron otros golpes cuando el problema estaba solucionado, y ese es el motivo de la 
denuncia. 


La situación se dominó con disparos de munición no letal y con golpes, por eso hay heridos 
de ambas partes. Quienes agreden, en primera instancia, son las personas privadas de libertad. Eso 
figura en el informe del Comisionado Parlamentario, no en lo que conversaron la psicóloga Fulco y el 
inspector Caballero. Dice que para hacer más honrosa la derrota, quien provocó el problema, que era 
una persona privada de libertad, instó a que apuntaran contra la policía, y el problema no fue con la 
policía sino con otra persona privada de libertad. Se produjo ese problema y los que no estaban dentro, 
porque no todos intervinieron, dijeron que la policía no interviniera, que era un problema de ellos y que 
lo resolvían ellos. ¡No, señor! Cuando se produce un problema de este tipo si la Policía no interviene y 
deja que se resuelva entre los que se están peleando, seguramente también seríamos citados acá para 
que diéramos cuenta de por qué la Policía no intervino y dejó que se siguieran peleando hasta que 
murieran una o dos personas. La Policía tenía que intervenir y ese no es el problema para el 
Comisionado Parlamentario, sino lo que sucedió después, que es lo que nosotros todavía no hemos 
constatado y queremos hacerlo. No podemos sancionar a una persona porque existe una denuncia. 
Sancionamos a una persona si constatamos lo que se denuncia, no porque exista una denuncia. En 
eso estamos y, en eso también está el Juez. 


Quiero aclarar que el funcionario involucrado no pidió licencia, sino que lo licenciamos y lo 
sacamos del lugar. No podemos sancionar si no tenemos constatación de que el problema se produjo. 
Insisto con que se debe leer el informe para apreciar que hay un punto de inflexión y de ahí para 
adelante se denuncia y para atrás no. Sin embargo, la mayoría de los heridos, tanto policías como 
presos, se lesionaron de ese punto para atrás. Esa es la denuncia; no se dice que haya habido una 
pelea. 


Por otra parte, debo decir que no puedo separar Canelones del resto. No puedo encarar el 
problema carcelario punto por punto, sino que debo tener una visión global. Recientemente, en Bolivia, 
en una reunión de delegados iberoamericanos con representación de organizaciones internacionales, 
declararon a Uruguay como país de buenas prácticas en temas carcelarios. Y esto no se debe a que 
tenga el sistema saneado, sino porque va en el buen camino para solucionar los problemas. Teniendo 
en cuenta el informe anterior y lo que estamos haciendo los representantes de los países reunidos en 
Bolivia, por unanimidad nos consideraron como un país de buenas prácticas en el sistema carcelario. 


Esto no quiere decir que el problema esté solucionado, porque no se puede solucionar el 
desastre de un día para otro. No se puede solucionar de un día para otro el problema de una cárcel 
que fue construida con bloques comunes, que se rompen con un corta uñas. Si COMCAR es un queso, 
es porque está construido con bloques. No buscamos una solución rápida, sino una adecuada. El 
señor Senador Moreira en varias oportunidades reclamó más velocidad. Pero no se puede actuar con 
más velocidad y solucionar correctamente el problema. 


Además, quiero decir que han ingresado alrededor de quinientos operadores penitenciarios 
nuevos. No podemos formarlos de a mil, sino que debemos hacerlo en grupos adecuados. En este 
momento se hizo otro llamado para el ingreso de cien en Rivera, cien en Maldonado y 
aproximadamente cien en Montevideo; no es que solo ingresan funcionarios en Montevideo. 
Probablemente ingresen solo en Punta de Rieles o en el CNR, pero cuando lo hacen se liberan policías 
que pueden reforzar otros lugares. Entonces, no se trata del lugar donde ingresen, sino que aumenta el 
número de los funcionarios que trabajan en cárceles. Y si se liberan funcionarios en unos lados se 
pueden destinar a otros. 


Asimismo, no puedo considerar que se trabajó mal porque se diga en un informe que no se 
puede ir al tercer piso. Tengo que considerar que se trabajó mal si los que ingresaron trabajan mal. Sin 


embargo, los informes indican que trabajan bien. No obstante puede pasar que con el tiempo algunos 
tengan problemas; eso pasa en otros ámbitos. Por ejemplo, sucede en la Escuela de Policía, que 
después de ingresar dicen: "Esto no es lo mío". Yo quiero ver cuántos estuvieron en esa situación. Los 
que están trabajando, lo están haciendo bien. 


Quiero aclarar que no se puede llevar directamente al COMCAR a una persona que hizo un 
curso de cuatro meses. Es preferible llevarlo a otro lugar para que adquieran experiencia. Tampoco 
vamos a hacer lo que se hizo en otros períodos, por ejemplo, traer gente de Rivera sin cursos y meterla 
en las cárceles a cuidar presos, porque así están las cárceles y entra lo que entra. Se metió a gente a 
trabajar para llenar lugares sin la capacitación adecuada. 


En cuanto a que entran armas, es cierto. Yo lo dije en esta Comisión el año pasado. Además, 
entra droga, dinero y veneno. Esto lo hacen entrar como moneda de canje, entonces la misma arma 
que entra la entregan para obtener un lugar mejor. No vamos a aceptar esa moneda de cambio y 
seguramente vamos a tener problemas. Es más: tenemos problemas con policías corruptos y con los 
que no son corruptos pero se manifiestan contrarios a los cambios que estamos llevando adelante y 
dan determinado tipo de razones, que no son las verdaderas. 


Estamos de acuerdo -lo hemos planteado- con que tiene que haber una revisoría 
completamente distinta a la actual. Pero seríamos irresponsables si exigimos a los militares que 
asuman la revisoría sin los medios adecuados que son cuatro tipos de escáner distintos. Es decir, los 
tres tipos que hay en cualquier aeropuerto y uno que detecta droga o metales en cualquier lugar del 
cuerpo. Este escáner va a ser instalado en dos o tres establecimientos. Hubo un proceso de licitación 
prolongado y ya están para llegar. Cuando lleguen esos escáneres, los militares van a hacerse cargo 
de la puerta, pero no antes, porque los estaríamos sometiendo a un problema que no van a poder 
resolver, va a fracasar el sistema y van a decir: "Vieron, era lo mismo los militares que los policías". 


Me refiero fundamentalmente a que vamos a estudiar el caso de Canelones en el marco del 
cambio global. La psicóloga Fulco dijo que los dos peores lugares son Canelones y COMCAR. Sin 
embargo, hace poco tiempo los peores lugares eran Libertad, Canelones y COMCAR; ahora Libertad 
ya no es el peor problema, sino que está encauzado. ¿Qué hicimos? Lo que estamos repitiendo en 
COMCAR. Es decir, designamos en cargos de responsabilidad en las cárceles a gente que no viene de 
cárceles, porque si no pasan de un penal a otro y en todos lados hay problemas. Pusimos gente que 
tiene otra idea de la cosa. Lo primero que buscamos fue que fueran estrictos en cumplir lo que se 
indica aunque no les convenza. 


Tuvimos Directores que nos mandaron una carta que decía que no iban a cumplir la orden de 
redistribuir gente. Así dejan de ser Directores. Sabrán mucho pero para hacer lo que creen que hay que 
hacer y no para poner en práctica la conclusión a la que llegó un grupo de gente que estudió el tema 
con asesoramiento nacional e internacional. El Penal de Libertad cambió sustancialmente cuando 
pusimos equipo de la Guardia Republicana. Ese mismo esquema manejamos en el COMCAR; algunos 
tienen experiencia en cárcel y otros no, pero la orden que tengan la van a cumplir y pensamos que así 
COMCAR se va a enderezar. 


Ahora bien, todos sabemos que si entra un arma, hay connivencia de dos partes, no solo la 
entra un policía sino que está de acuerdo con algún preso. Si se roba carne, es en connivencia. 
Cuando uno empieza cambios, encuentra resistencia en todos lados; eso ya lo pasamos y lo vamos a 
seguir pasando. Muchas veces la resistencia se ejerce provocando problemas -no quejas- como 
violentar la disciplina y generar motines. Sabemos que eso va a suceder, pero suceda o no, tenemos 
un rumbo marcado y lo vamos a seguir. En ese rumbo no vamos a apurar por apurar, sino a tratar de 
cumplir con los objetivos que son, precisamente, tener un sistema progresivo y, para ello, necesitamos 
clasificación. 


Además, precisamos que en el mismo complejo o en el mismo sistema haya lugar para 
distintos clasificados y también movilidad. Por eso hoy tenemos más plazas libres que no vamos a 
ocupar solamente para bajar el hacinamiento, sino para fortalecer el sistema progresivo, y eso requiere 
clasificación. Si no tenemos, gente clasificada no ocuparemos determinados plazas. No se trata de que 
Rivera esté lejos. El COMCAR y el Penal de Libertad están llenos de gente presa de Rivera. Nosotros 


podemos trasladarlos a Rivera donde están sus familias, pero ¿a quién trasladamos? Como hay 
muchos, hay muchos que clasificar. Con en el correr del tiempo, Rivera se va a llenar con las 
quinientas personas que puede contener; Maldonado con las cuatrocientas que puede contener, y 
Libertad con las ochocientas que puede contener. O sea que cabe más gente, pero tiene que estar 
clasificada, sino, no la vamos a cambiar. 


Tenemos, aproximadamente, nueve mil trescientos presos y siete mil quinientas plazas, o 
algo más. En poco tiempo debemos tener más plazas, y está prevista la construcción de una cárcel 
que debería estar terminada en el 2014, que va a tener más plazas que presos. Estamos realizando 
una cantidad de experiencias en el interior que, precisamente, son la punta con menor exigencia de 
seguridad, mayor posibilidad de trabajo y más cerca de obtener la libertad, de forma tal, que cuando 
salgan lo hagan con trabajo. Pero es un todo; no vamos a resolver un problema aislándolo del resto. Ya 
he dicho en esta Comisión que Naciones Unidas nos ofreció la posibilidad de desarrollar una cárcel 
modelo y le dijimos que no. No queremos una cárcel modelo al margen del sistema. Queremos un 
sistema progresivo que tenga lo que ellos llaman cárcel modelo, pero adentro, no afuera. Hemos 
aceptado otro tipo de apoyo, por ejemplo, para atender la salud y el trabajo en las cárceles, pero no 
para construir una cárcel separada del sistema global. 


SEÑORA FULCO.- Quisiera tratar de responder al Senador Moreira algunas puntualizaciones que hizo. 
Por suerte tenemos algunas coincidencias, que creo que son las más importantes. 


Usted dijo que está muy preocupado; nosotros también. Estamos sumamente preocupados, 
pero no por la situación de Canelones, sino por la de las nueve mil personas que están privadas de 
libertad. Esta preocupación no es a propósito de un hecho como el que ocurrió el otro día en 
Canelones, con los heridos por parte de la Policía y de los reclusos, sino que es permanente, de 
veinticuatro horas, minuto a minuto, en los que estamos trabajando en el sistema. 


El otro punto en el que creo que también coincidimos -por suerte- tiene que ver con que 
tenemos un criterio de tolerancia cero para todo lo que constituya excesos de parte del personal 
penitenciario en el trato a los reclusos. Eso es en lo que esta Administración está haciendo más 
hincapié y la línea de trabajo es cumplir con la normativa. Quiere decir que, una vez culminadas las 
investigaciones que, como usted sabe -porque estuvo en el Ministerio- son de rigor, iniciaremos una 
investigación interna administrativa y daremos curso, en este caso a la Dirección de Asuntos Internos. 
Esta última es la segunda investigación, y la tercera es la penal. 


Por otro lado, usted habló del personal. ¿Qué pasa? ¿Por qué no ingresa personal? ¡Ojalá 
pudiéramos hacerlo ingresar y ponerlo a trabajar más rápido de lo que hemos podido hacerlo hasta 
ahora! Hemos hecho un llamado, y ello lleva su tiempo: la convocatoria, la presentación de papeles 
-para lo cual se da un plazo- el armado de los tribunales, la presentación de cada uno de los quinientos 
postulantes, la realización de cada entrevista por parte de los tribunales, el análisis por parte del 
Departamento de Personal de los requisitos que deben presentar, la resolución final y el ingreso. 


Se presentó más gente que la cantidad de cargos que había en esta primera etapa y no 
todos aplicaron. Por necesidad no podemos hacer entrar a cualquiera a un sistema que requiere un 
perfil especial, por trabajar, nada menos, que con la situación crítica de personas privadas de libertad. 
No es un trabajo atractivo. Hoy en día los jóvenes que se presentan para trabajar en el sistema, en 
general, no lo hacen por vocación; por lo tanto, hay requisitos que no cumplen. Además, está el 
período de capacitación -es otra necesidad que tenemos, porque no se puede hacer entrar a la gente 
directamente- que ha sido el mínimo indispensable. Si bien fue intensivo, duró tres meses, calculando 
que luego esta gente va a ser reciclada permanentemente a lo largo del año hasta que esté pronta la 
escuela penitenciaria con su correspondiente malla curricular. 


Durante el período de capacitación muchos desertaron, lo que quiere decir que bajó el 
número de postulantes para ocupar los cargos que teníamos dispuestos. Bajó aún más cuando 
entraron a trabajar y estuvieron solamente veinticuatro horas. Algunos dijeron: "Esto no es para mí. No 
me interesa. Me voy". Por tanto, si bien necesitamos personal, no es fácil cubrir el llamado, y todavía 
nos falta completar el número de cargos que está dispuesto en la Ley de Emergencia. En este 
momento se está haciendo un llamado para personal técnico con el fin de contratar a alrededor de 


trescientos cincuenta profesionales del área de la salud, psicólogos, asistentes sociales, abogados, del 
área de oficios y maestros. Eso lleva un proceso, que ahora está en marcha. 


Lo mismo sucedió con el llamado en Rivera. Por lo tanto, tenemos un punto sensible en esta 
reforma penitenciaria en lo que se refiere al personal. El que tenemos actualmente es el policial, el de 
toda la vida, que está dentro del sistema, que rota y que sabemos que no está preparado, capacitado 
ni interesado en trabajar con reclusos. Eso es histórico, y es lo que ha llevado a la situación que 
tenemos hoy. Por tanto, estamos en este proceso de recambio y el personal anterior tiene que convivir 
con el que ingresa. 


El personal nuevo está yendo a los establecimientos de menor conflictividad. En este 
momento el recambio de policías se está haciendo en Punta de Rieles porque esa cárcel actualmente 
tiene cero nivel de conflictividad. De alguna manera, esa cárcel es nuestro barco insignia. El personal 
que ha ingresado también ha sido trasladado a centros como El Molino, que también tiene cero 
conflictividad, y al CNR de mujeres, donde aún puede haberla, pero creo que al haberse cerrado la 
cárcel de Cabildo y haberse trasladado a las reclusas hasta allí, dimos un paso sustancial y cualitativo 
en la reforma, que fue terminar con el hacinamiento de las mujeres. 


El CNR de mujeres no tiene hacinamiento, lo cual permitirá realizar una clasificación de las 
reclusas por pisos. Eso se hará por etapas porque todavía no está definido. Las internas de este 
establecimiento son poco más de cuatrocientas debido a que se juntaron las que ya estaban con las 
que fueron trasladadas desde Cabildo. Estas últimas han traído los vicios y la forma de vida que tenían 
allí, con hacinamiento y alto nivel de violencia. Por lo tanto, no se puede enderezar esa situación de un 
día para otro. Por eso el personal nuevo tenía cierto temor de trabajar con la población más conflictiva. 
Por tanto, esos operadores no han ido al piso donde está concentrado el sector de alta seguridad y 
están trabajando con las reclusas que tienen mínima seguridad. Por lo dicho, creo que debe de haber 
un error de información, ya que se dijo que se obliga al nuevo personal a trabajar con reclusos de alta 
seguridad. Por supuesto que en el futuro tendrán que hacerlo, pero será luego del proceso de 
adaptación y del fortalecimiento de la capacitación que se está llevando a cabo. 


El señor Ministro ya se refirió a la tecnología que está al llegar. Obviamente, es necesaria 
para realizar el control de ingreso a las cárceles, ya que no se puede ingresar con elementos ilegales, 
es decir, drogas, celulares, armas, etcétera. Por tanto, cuando dispongamos de esa tecnología van a 
mejorar los controles. 


Por otro lado, queremos decir que dentro del COMCAR tenemos un modulo nuevo, el ocho, 
que es de seguridad, que está ocupado, mayormente, por los reclusos que estaban en el módulo tres, 
que era el de mayor conflictividad, el cual se cerró para comenzar a arreglarlo paulatinamente. Los 
reclusos de ese módulo eran los que estaban en los techos afilando las espadas, los que generaban 
rastrillajes y copamientos y hacían caminatas diarias por todo el penal. Esos reclusos fueron 
trasladados al módulo ocho, donde no hay conflictividad y están en condiciones óptimas porque no hay 
hacinamiento. Las celdas están ocupadas por los reclusos que pueden albergar. Además, la rutina 
diaria, la visita y demás han mejorado. Quisiera comentar que me reúno semanalmente con los 
delegados y el de ese módulo me dijo, en nombre de sus trescientos cincuenta compañeros, que 
estaban bien, que no tenían nada de qué quejarse y que no tenían ningún planteo para realizar 


Ahora quiero referirme a la situación del Penal de Libertad. Allí estamos intentando realizar 
un trabajo que también tenemos planificado llevar a cabo en la Cárcel de Canelones. En el Penal de 
Libertad, como dijo el señor Ministro, no solo se cambió la Dirección del establecimiento, que fue 
ocupada por un funcionario policial con otro perfil, de fuera del sistema penitenciario -o sea que no se 
realizó la rotación habitual de dirección de un establecimiento al otro- sino que, además, junto al 
Director del Instituto Nacional de Rehabilitación desde hace seis meses nos tomamos el trabajo de 
mantener reuniones regulares con los delegados. 


Dentro del Penal de Libertad podemos decir que el sector más crítico en cuánto al hábitat, 
obviamente, lo constituye el celdario antiguo, donde hay setecientas personas recluidas. Ese celdario 
estaba en pésimas condiciones. Entonces, decidimos hablar con los setecientos que estaban allí 
recluidos sobre salud y prevención en salud y proponerles que, si estaban dispuestos a realizar un 


operativo de limpieza para mejorar las condiciones y prevenir enfermedades, estariamos dispuestos a 
brindarles lo que fuera necesario para que eso fuera posible. 


El operativo, que fue denominado "Operativo Colmena", está culminando. Cada piso 
organizó una cuadrilla de limpieza, y quienes la realizan redimen su pena, lo cual queda certificado en 
una planilla que es firmada por ellos y por la administración. Lo que se hizo fue vaciar y limpiar las 
celdas, por lo que ahora hay olor a Agua Jane y no a mugre, que era lo habitual además de las 
moscas. Además, a medida que fueron limpiando las celdas y vaciándolas de los elementos superfluos 
que allí se acumulaban, se les dio pintura y se repusieron todos los colchones y todas las frazadas. En 
esta etapa nos resta terminar el arreglo de la instalación eléctrica, que es otro problema. El potencial 
de electricidad estaba provocando muchos apagones, sobre todo durante el invierno. Afortunadamente, 
la UTE cambió la usina que está afuera y ahora la potencia es la adecuada, pero hay que cambiar la 
instalación eléctrica. 


Además, se ubicaron buzones en todos los pisos para que los reclusos puedan plantear sus 
quejas a la Administración y se eligieron delegados. Asimismo, se está limpiando el entorno del 
establecimiento, que ahora no tiene hacinamiento. El Penal de Libertad, que estaba dentro de las tres 
situaciones críticas, ha cambiado sensiblemente, por lo que los invitaría a que los visitaran. 


SEÑOR MOREIRA.- Hace un año que estamos pidiendo la oportunidad de ir. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se obtuvo la autorización, pero después nadie quiso concurrir. 
SEÑORA MOREIRA.- Yo estoy dispuesto a concurrir. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En su momento, la Secretaria anterior hizo todas las gestiones y nos dijeron 
que podíamos concurrir, pero nadie se anotó. 


SEÑOR MOREIRA.- No estaba enterado de lo que acaba de decir la señora Presidenta. 


SEÑORA FULCO.- Aproximadamente el 12 de setiembre ingresó el servicio de ASSE, lo cual mejoró 
cualitativamente el Penal desde el punto de vista de la salud. Además, se llevará a cabo una 
vacunación masiva para los que ingresen y para todos aquellos que no tengan vacunas para vivir en 
condiciones críticas de insalubridad, tal como se hizo en el COMCAR y en el módulo dos de 
Canelones, donde se dieron las vacunas antigripal, antitetánica y de hepatitis. 


Todos esto lo digo para mostrar que la reforma está en marcha. Estamos haciendo cambios 
significativos. No todo se puede hacer a la vez. La situación de la Cárcel de Canelones constituye uno 
de los desafíos más importantes que tenemos por delante. Estoy de acuerdo con que la situación sigue 
siendo crítica, por lo que habrá que reforzar el trabajo para que se pueda llegar al nivel que ahora tiene 
el Penal de Libertad. También se están desmantelando las latas, se va a dejar solamente el techo, para 
armar allí talleres y un centro deportivo. Además, a solicitud de ASSE, se está trabajando en el arreglo 
de lo que era la isla como pequeño hospital. Asimismo, se está haciendo la ampliación de un galpón 
para aumentar las plazas, aunque en este momento no hay hacinamiento. 


También mejoró la situación de la cárcel de Maldonado y el COMCAR está formando parte 
del Plan Juntos, con la fabricación de bloques para el suministro a todos los lugares donde se están 
haciendo refacciones en las cárceles. El Módulo 9 va a dar un cambio significativo a la situación de 
hacinamiento del COMCAR y en siete meses, cuando esté terminado el Módulo 3, también. En este 
momento, las peores condiciones las tienen los Módulos 4 y 5 porque están absolutamente destruidos, 
pero eso no se puede arreglar en dos minutos. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- En siete meses no se disminuye la situación de hacinamiento 
porque cuando esté arreglado el Módulo 3 hay que trasladar allí gente del Módulo 4 para arreglarlo y 
después va a suceder lo mismo con el Módulo 5. Se trata de un proceso de cambios para arreglar los 
tres módulos, entonces no va a bajar el hacinamiento hasta que no estén arreglados los tres. 


SEÑOR RADÍO.- Cuando me anoté para hacer uso de la palabra lo hice para señalar que el informe 
del Comisionado Parlamentario dice que el hacinamiento en la Cárcel de Canelones es de 145%. Ese 
es el contexto. Aunque uno diga que el 120% de hacinamiento es normal, en realidad, si un 
establecimiento carcelario tiene ese porcentaje, en alguna celda de dos personas hay tres, y esa celda 
tiene un hacinamiento de 150%. En todo caso, cada persona es uno, pero ni siquiera estamos cerca de 
eso: estamos en un 145%. 


Nosotros hemos percibido y justipreciado la exactitud con que el señor Ministro y sus 
asesores han informado que no se tiene confirmación de los excesos relatados que, en realidad, es lo 
que motivaba esta convocatoria. También hemos percibido el énfasis que el señor Ministro ha puesto 
en que esto no quiere decir que no haya pasado, y eso está muy claro. Yo no juzgo; no tengo que 
juzgar esta situación, por lo tanto, no prejuzgo sino que tengo la convicción de que lo que el 
Comisionado Parlamentario informa pasó. No tengo ninguna duda de ello. Pero como no tengo que ser 
el que dictamine esto, no me parece que esté prejuzgando. Hablamos de excesos cuya ratificación 
depende del relato por parte de los internos quienes, entre otras cosas, en el informe denunciaban 
amenazas en caso de hablar sobre esto, de abrir la boca. Esos mismos internos, pocas horas más 
tarde, manifiestan que no tienen ningún interés en denunciar. ¡Más bien no descarto que estas cosas 
pasaron! Cualquier lector atento se da cuenta de que eso no se descarta; además, cualquier lector 
atento lee o escucha que quien tiene responsabilidades en esto dice que el principal funcionario 
señalado es licenciado y si, además, en esta comparecencia el señor Ministro y sus asesores hablan 
del énfasis y de la intensa campaña de sensibilidad para el personal "L", todos sabemos que no solo el 
Diputado Radío tiene la convicción de que estas cosas pasaron. 


Me parece que alguno de los excesos dependían de la ratificación del relato de los internos, 
pero otros no. El hecho de que hubiera internos lastimados y que hubieran pasado tres días sin 
atención médica, es un exceso, y eso no dependía necesariamente de la ratificación de los internos. 
Quiero saber si esto se constató; si efectivamente había personas lesionadas que pasaron tres días sin 
recibir atención médica. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Ello no nos consta. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Confieso que, en la medida en que uno más escucha, tiene la impresión 
de que va a tener que hablar por un rato un poco más largo, porque va acumulando información y 
también, de alguna forma, contradicciones. 


Tiene razón el señor Ministro: si no hubieran intervenido, seguramente los hubiéramos 
convocado a la Comisión, y como intervinieron y la intervención, a juicio del informe del Comisionado 
Parlamentario, no fue la mejor, también los convocamos. Es parte del deber que tiene el Parlamento y 
que, particularmente, tiene esta Comisión. 


Cuando se nos señalan las mejoras que ha habido, no tenemos por qué dudar de ellas ya 
que han sido extensamente enumeradas. De cualquier modo, si quienes participamos en la redacción 
del proyecto de ley de emergencia evaluamos la generosidad, la comprensión y la amplitud con que 
dicha iniciativa fue redactada en función de esa emergencia que todos reconocemos, podemos sentir 
que los tiempos han sido demasiado largos para empezar a ver resultados en lo que a todos nos 
preocupa y nos duele, que son los episodios de esta naturaleza y no en aquellos en los cuales se nos 
ha señalado que no son de visibilidad pública ni tampoco han sido reconocidos como una mejora por 
parte de la población carcelaria. 


Después de escuchar a quienes nos visitaron de Israel, hay mucho material y muchas cosas 
parar discutir e implementar, y no creo que sea justa la comparación en materia presupuestal. Si bien 
es cierto que año a año la diferencia es sustancial, me parece que la generosidad, la amplitud y la 
cantidad inmensa de recursos de carácter económico y humano que fue aprobada en la ley de 
emergencia carcelaria superan largamente lo que podría ser requerido para que estos episodios no se 
repitieran. 


Puedo asegurar al señor Ministro -no voy a abundar sobre ello porque no me corresponde; 
no debo- que en algún tiempo en este país supo haber experiencias exitosas en materia carcelaria, 
donde la ecuación entre la guardia y la población carcelaria era infinitamente menor que la que aquí se 
señala y los éxitos en materia internacional fueron ampliamente reconocidos. Como no me 
corresponde insistir en esto -y no debo- simplemente me remito a decirles que hablen con el señor 
Diputado Orrico, quien en más de una oportunidad ha señalado en Cámara, precisamente, los logros 
de aquella experiencia. Sería bueno que, entre tanta consulta internacional que se realiza, también se 
revisaran experiencias nacionales. Por las dudas, si hay alguien a quien la ignorancia de tales 
experiencias también lo alcanza, con gusto puedo proporcionarle algún material. 


En cuanto al análisis presupuestal, sigo pensando que aquí hay un problema de gestión. 
¿Cómo es posible que demoremos todo el tiempo que hemos demorado simplemente en conseguir 
camas? Por más dificultosos que sean los procedimientos de las licitaciones, le puedo asegurar que en 
materia humanitaria y ante una emergencia de este tipo, con todo lo que se ha permitido a través de la 
referida ley, las camas ya tendrían que estar allí. Porque en esa ley se ha admitido todo tipo de cosas, 
inclusive algunas que francamente orillan la inconstitucionalidad, únicamente porque, por sensibilidad, 
hemos entendido que era necesario tratar de tapar este agujero. Repito, la emergencia en esa ley tiene 
todos los mecanismos que permiten resolver este tipo de situaciones, y no hemos podido darles 
camas. | 


Como un gran logro se nos dice que se les consiguió colchones y que duermen en el piso. 
Francamente, nos parece que allí hay un problema de gestión. 


En cuanto al "oficial licenciado" -entre comillas- ¿qué pasa con el resto de los funcionarios 
involucrados? Porque licenciamos al oficial, pero según el informe que tengo, había funcionarios que 
jugaban al tiro al blanco con los reclusos; hay uno identificado que a la par del señor oficial también 
participaba en estas cosas. Me pregunto, ¿licenciamos a esos funcionarios? Licenciamos al oficial, 
pero qué pasa con el funcionario B y con los que jugaban al tiro al blanco. ¿Permanecen allí? 
Simplemente advierto que su permanencia allí es un motivo de fricción y conflicto, al margen de todo lo 
que señaló el señor Senador Moreira que comparto, en cuanto a que de oficio debió haberse iniciado 
una investigación por parte de las autoridades. 


Creo que todo esto provoca una verdadera crisis de confianza. Lo que no se confirma ante 
las autoridades se confirma luego ante el Comisionado y esto es bueno para el Parlamento, claro que 
sí, pero es muy malo para el sistema de rehabilitación y para el país porque estos episodios toman 
estado público. Por más que en una reunión en Bolivia me digan lo que me digan, esto afecta la 
imagen del país en materia de derechos humanos. Creo que la Justicia y el sistema penitenciario han 
sido eludidos por parte de los afectados de esta terrible circunstancia en aras de poder confiar en el 
Parlamento. Esa confianza en el Parlamento está manifestada también en los dichos de los propios 
funcionarios involucrados cuando señalan que de esta no se salva ni el Parlamento. 


Insisto en que a medida que uno escucha más, más tiene para decir, como bien lo decía el 
señor Diputado Radío. Aquí se nos dice que hay enfermería veinticuatro por veinticuatro, pero el 
informe señala con claridad -se realizaron quince visitas individuales, incluyendo los cuatro 
sancionados- que ninguno de ellos había sido visto por médicos del establecimiento y ni siquiera se les 
había proporcionado analgesia en los días posteriores al incidente. Si hay una enfermería veinticuatro 
por veinticuatro me pregunto para qué la tenemos cuando tres días después se expresa que no se les 
había dado ni una aspirina. 


Se nos habla de que no vamos a combatir el hacinamiento. Como criterio creo... 
SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Yo no dije eso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Obviamente podemos tener interpretaciones distintas; usted ha dicho 
algunas cosas con las que discrepo pero no lo interrumpo. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Pudo haber sido incorrecto el término; me disculpo. Me corrijo y digo que 
no vamos a priorizar la solución del hacinamiento tomando medidas puntuales que hagan de eso 
únicamente el fin de todo cuanto se hace. En aras de acortar el tiempo, a veces podemos tomar un 
atajo incorrecto. Le pido disculpas al señor Ministro. 


Ahora bien: la ley de emergencia carcelaria permite contar con una enorme cantidad de 
locales pero no se quiere generar una suerte de metástasis de la crisis carcelaria por todo el país. ¿No 
podemos resolver aunque sea de modo de emergencia esta situación con la enorme cantidad de 
locales que hay? Se nos han solicitado locales de las Fuerzas Armadas, hemos entregado el antiguo 
Séptimo de Caballería en Santa Clara, una parte para la UTU y ahora para otros fines; el Noveno de 
Caballería que lo vamos a mudar a la Brigada de Caballería N* 3, que finalmente va a ir al interior. 
Teniendo una cantidad de locales, ¿no podemos recurrir a ellos como una emergencia de modo de 
atomizar este conflicto resolviéndolo con la escasez de personal que tenemos? 


Nuestra consulta apunta precisamente coincidiendo en algo que señaló el señor Ministro: la 
revisación de la visita y la circunstancia de la connivencia entre reclusos y guardias. Francamente, juro 
que tengo serias dudas -las he tenido siempre- de que el personal militar sea una solución para la 
revisación. Usted me ha dado la razón y me alegra porque si pone personal militar sin la tecnología que 
dice no tener, creo que va a tener los mismos problemas que tiene ahora y no necesariamente por la 
connivencia, simplemente porque esa tecnología es indispensable 


Me pregunto si es necesario recurrir a personal militar para la revisación cuando no hemos 
probado cómo funciona el nuevo personal que el señor Ministro está incorporando al sistema 
penitenciario si contara con esa tecnología. Creo que simplemente la aplicación de esa tecnología 
alcanza y sobra si tiene personal calificado que no tenga los vicios y la conducta asumida al cabo de 
tanto tiempo. 


Es sabido que en todas las cárceles los conflictos son recurrentes en diciembre; en este mes 
siempre hay problemas y al señor Ministro le quedan unos cuantos días por delante y a juicio de la 
información que contamos, la situación en algunas de las cárceles creo que no es la mejor. 
Concretamente, quisiera saber qué precauciones se están tomando para que antes del 1? de enero no 
se vuelva a repetir un episodio de esta naturaleza o a nuestro juicio, un episodio mucho más 
generalizado. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Brevemente, no puedo tener en cuenta la experiencia de otro 
momento de la relación entre guardias y reclusos porque ese vínculo era distinto, porque la situación 
del delito era distinta. Asimismo, era distinta la situación de los delincuentes porque cuando estaban en 
la cárcel tenían otra conducta que la que tienen ahora. 


Tampoco se puede citar el ejemplo de otros países cuando en esos lugares hay un guardia 
cada tres presos y funciona bien y además se recomienda estudiar la situación que se daba cuando la 
relación entre reclusos y policías era distinta, porque toda la situación era diferente. 


Creo que no se termina de registrar lo que pasó en el país después de 1995 y de 2002. Esa 
situación no se corrige solamente cambiando los parámetros económicos y sociales sino que hay otras 
cosas que perduran que también hay que modificar pero que no se cambian a corto plazo sino a largo 
plazo. 


A esta altura, estoy aburrido de decir que en la seguridad hay dos paradigmas en el mundo, 
que se va de uno a otro: el paradigma represivo, que fracasó, y el paradigma de las soluciones 
sociales, que fracasó. Se pasa de uno a otro, indistintamente. Lo que se debe hacer es una síntesis 
entre los dos y buscar medidas económicas, sociales y culturales que en el mediano plazo cambien la 
situación. Pero mientras eso sucede, hay que utilizar la disuasión, la prevención y la represión. Eso 
ocurre en las cárceles también. Nunca, en ningún momento, asistimos a situaciones como las que 
vivimos en tres días, en los que un hijo "pastabasero" mató al padre y lo cocinó -nunca asistimos a 
eso-; tiraron a una chiquilina de 15 años en un pozo, con dos baterías atadas, o pegaron un tiro a una 
persona por negarse a bajar la ventanilla del auto. Y siguen las situaciones de ese tipo. Esos caen en 


la cárcel y tienen un comportamiento que es la continuación de lo que hicieron afuera. Entonces, hoy 
no corre la baja relación entre presos y guardias; debe aumentar la cantidad de guardias que atienden 
esas situaciones. De la misma forma, la población necesita más policías. 


Vuelvo a decir que no se trata de que se debería haber iniciado la investigación; esta se inició 
inmediatamente por parte de la Administración. No recuerdo qué día me llamó el Comisionado 
Parlamentario, pero sí la hora: después de la hora 19. Al día siguiente, por la mañana, se concurrió a 
Canelones a iniciar la investigación. Se comenzó. También se inició otra investigación correspondiente 
a asuntos internos. No es lo mismo la investigación de asuntos internos que la investigación 
administrativa; pueden llegar a la misma conclusión o no. 


Insisto en que no nos consta que no haya habido atención médica. Si nos constara, por 
supuesto que habríamos tomado medidas. Este tema está dentro de la investigación. 


En cuanto a los locales para bajar el hacinamiento, ahora tenemos un camino para lograr 
abatirlo. Cuando planteamos el problema con la Ley de Emergencia Carcelaria, no teníamos un 
camino; necesitábamos la ley para construirlo. En la actualidad, lo tenemos. Hoy tenemos 400 plazas 
en Punta de Rieles, 250 en Rivera, 200 en Maldonado y estamos construyendo un nuevo módulo en el 
COMCAR, así como también hemos iniciado el camino para ampliar la capacidad del CNR con celdas 
de alta seguridad -hoy no existen- lo que permitirá realizar traslados. Tenemos un camino, pero no 
queremos recorrerlo a trote largo. Queremos que al mismo tiempo de solucionar el problema del 
hacinamiento, se solucionen los problemas de la clasificación y de la progresividad, porque es la 
verdadera forma de resolverlo. Cuando planteamos el proyecto de ley de emergencia carcelaria no 
teníamos un camino; ahora lo tenemos. Entonces, ahora no vale plantearnos las cosas como lo 
hacíamos hace un año. Ya transcurrió un año y se construyeron las cárceles de Rivera, de Maldonado 
y de Punta de Rieles. Hay lugares disponibles, pero no queremos llenarlos para solucionar solo el 
problema del hacinamiento. Queremos solucionar el problema del hacinamiento al mismo tiempo que 
solucionamos el problema de la progresividad que es necesaria en las cárceles. 


¿Es necesario el personal militar, teniendo la tecnología? Yo creo que sí, porque esa 
tecnología ya existió en el COMCAR. El escáner más importante que queremos tener ya lo tuvimos en 
el COMCAR, y lo rompieron. ¿Quién lo rompió? ¿Lo hicieron los presos o los que lo utilizaban? Yo creo 
que es necesaria la contradicción de intereses entre quienes están de un lado y otro de la cárcel para 
asegurar el buen funcionamiento. La contradicción de intereses funciona en muchos aspectos, pero 
también en este plano. Es más: personal de las Fuerzas Armadas me planteó, en algún momento, la 
posibilidad de que ese control lo realizara personal de la Aviación, que está acostumbrado a manejar el 
escáner en los aeropuertos. Quien me dice esto, que era un militar, me dijo: "Inclusive, establecerá otro 
nivel de contradicción, que es importante". Las Fuerzas que se encargarían de la seguridad del 
perímetro no serían las mismas que las de la puerta. No sé si la Aviación lo hará, pero se me planteó 
eso. 


De todas formas, creo que es necesario que el personal militar participe en esto. Nosotros 
tenemos un problema: evidentemente, hay casos de corrupción. No digo que haya focos, pero sí que 
hay casos de corrupción. Tenemos que eliminar eso. Cuando eso esté solucionado, otro gallo va a 
cantar. Pero todavía no está solucionado, y no es algo que se haga de un día para otro, sino que es un 
proceso; no es un acto, es un proceso. Se ha iniciado ese proceso. Hay cantidad de policías que han 
sido denunciados y se los ha investigado, concluyéndose que había razones para la denuncia. Pero el 
proceso no está terminado. Entonces, para nosotros es necesario que el personal militar sea el que 
maneje esa tecnología. Al pasar, voy a contar un hecho. En el día de ayer hubo un intento de fuga en la 
cárcel de Canelones por parte de dos presos, y fueron detenidos por personal militar. No llegaron 
afuera, pero sí donde actúa el personal militar. Con la consigna del centinela, se tiraron al piso y los 
agarraron. Está en investigación. Esa contradicción es necesaria. No sé cómo llegaron; está en 
investigación también. Pero fueron detenidos por el personal militar. 


SEÑORA FULCO.- Quiero agregar algo a lo que ha manifestado el señor Ministro con relación a la 
demanda que surge de los Legisladores en cuanto a por qué no se ocupan las plazas disponibles. 


Voy a poner el ejemplo de lo que pasó en la cárcel de Punta de Rieles. En principio, en la 
cárcel de Punta de Rieles, por primera vez en cuarenta años, se tendrá una separación entre penados 
y procesados, y se destinará exclusivamente a los penados. 


El primer criterio que se pensó que podría ser correcto para descongestionar el COMCAR de 
penados fue seleccionar a aquellos a los que quedaba poco tiempo de cumplimiento de condena. Se 
pensó en seleccionar los que serían liberados en 2011, en 2012 y así progresivamente, a medida de 
que se iban entregando las barracas. Uno pensaba que esa primera tanda, que eran penados que 
saldrían en pocos meses o en un año, más o menos, al estar en un régimen nuevo, con una cárcel 
nueva y con todas las mejoras, no tendría ningún inconveniente. Sin embargo, la mayoría de la primera 
tanda que se pasó -fueron casi cien reclusos- tuvo que ser devuelta al COMCAR. Una de las primeras 
actitudes que tuvieron fue repetir lo que estaba pasando en el COMCAR. Llegaron a la cárcel de Punta 
de Rieles y comenzaron a hacer armas. Cuando se les explicó por parte de la nueva dirección que en 
ese lugar no sería necesario, expresaron: "Yo prefiero andar armado acá dentro". Ese fue uno de los 
aspectos que motivó algunos cambios. 


Por otra parte, la mayoría dijo: "Por el tiempo que me queda para cumplir, no me interesa 
trabajar". La condición de Punta de Rieles es trabajar y estudiar; trabajar desde las ocho de la mañana, 
ocho horas como si estuvieran afuera, estudiar y hacer distintas actividades. No les interesa; y ahí 
también está el punto de redención de pena. Entonces, fueron devueltos. Insistimos en la necesidad de 
clasificar porque cuando inauguramos locales nuevos, que no solamente van a respetar la dignidad de 
las personas porque no va a haber hacinamiento y van a tener condiciones dignas de espacio de celda, 
iluminación, comida y demás, todo lo que hace a la dignidad y al respeto de los derechos humanos, no 
queremos que nos vuelva a pasar eso de estar en permanente recambio por una no adaptación debida 
a los malos criterios de clasificación. La clasificación no es algo que se haga en dos días, es algo que 
lleva un proceso. Hay nueve mil personas; tenemos un número importante que ya se ha clasificado y 
está en lista de espera para pasar a Punta Rieles no bien se terminen de entregar las barracas que 
quedan. Además estábamos esperando la entrada de los operadores penitenciarios que se produjo 
hace dos semanas. Todo esto es para explicar que las cosas de afuera se ven fáciles, pero no son tan 
fáciles. Este es uno de los motivos por los que no ocupamos el lugar que está desocupado. 


Con respecto a la cárcel de Rivera, hasta que no ingresen más funcionarios no podemos 
llevar doscientos presos más porque no va a haber gente para cuidarlos y la falta de personal para 
cuidarlos hace que ellos rompan sistemáticamente las instalaciones nuevas. En Maldonado, en el 
módulo que se inauguró -que tiene luz, agua y todo- las instalaciones eléctricas ya están todas rotas, y 
es una nueva inversión que hay que hacer. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengo una visión diferente, y siempre discutimos esto con el señor Ministro. Creo 
que todo va muy lento. Entiendo que este es un tema muy complejo y muy difícil, una de las materias 
más difíciles que maneja el Ministro del Interior, no hay ninguna duda, pero la ley de emergencia 
carcelaria se votó en julio de 2010 y estamos en diciembre de 2011; vamos muy lento en todo esto. Sé 
que las plazas de operador penitenciario no deben ser codiciadas, pero de cualquier modo es un 
tiempo demasiado largo. La psicóloga Fulco me dice cómo se hace, yo sé cómo se hace, pero creo 
que se puede hacer más rápido. Si hoy tenemos lugares a donde llevar presos, pero no los podemos 
llevar porque no tenemos quién los cuide, estamos perdiendo un tiempo precioso; ya pasó un año y 
medio. 


También entiendo que los escáneres son necesarios -yo no lo voté porque tengo mis 
discrepancias con eso-; el Ministro entiende que eso es bueno y hay que darle crédito, porque es el 
responsable de todo esto. Pero no puede ser que habiéndose votado esto a fin del año pasado, un año 
después todavía estemos esperando los escáneres. Capaz que ASSE por compra directa -artículo 33, 
excepción del TOCAF- puede contratar más rápidamente que el Ministerio del Interior, pero ¿por qué 
no se compraron los escáneres si ni siquiera una licitación demora tanto tiempo? Para mí falta 
velocidad, se lo he dicho al Ministro, no con afán de ofenderlo sino porque es mi percepción; creo que 
hay que tener una ejecutividad mayor en este tipo de cosas. 


En cuanto a lo que dije de la cárcel de Canelones con relación a las decenas de heridos, no 
lo inventé yo, lo dice el Comisionado. En el informe dice: "Según la versión de las autoridades del 


establecimiento, el saldo fue de once internos y seis policías heridos. Los heridos considerados como 
“lesionados” fueron aquellos que por la entidad de los golpes sangraban, no constando otros tipos de 
herido. En dos jornadas de trabajo, el Asesor Médico de esta Oficina" -el médico- "constató la 
existencia de decenas de heridos y contusos, todo lo cual fue informado a la Sede judicial". 

Entiendo lo que dice el Ministro acerca de que la primera parte del procedimiento fue correcta 
-lo dice el Comisionado- pero la segunda, por lo que surge del informe, fue muy mala, fue 
eventualmente delictiva, y por eso se denunció ante la sede. Veremos qué pasa con la Justicia, pero de 
cualquier modo, los testimonios que recogemos en esta visión del Comisionado son de suficiente 
entidad y gravedad como para acelerar las gestiones al respecto. Considero que la sanción debería ser 
más severa que licenciar al Director del establecimiento. Está bien que se sigan las instancias de 
investigación primero y sumario después, pero no sé si los hechos que se revelan por parte de un 
órgano asesor del Parlamento, que también comunica lo que constata ante el Poder Ejecutivo, no 
determinan que se inicie un sumario, porque son hechos de una gravedad inusitada. Admito que puede 
haber otros criterios, pero me parece que si decimos que estamos en una nueva etapa de construcción 
de un sistema nuevo, en esto hay que poner mucho celo. Nos sentimos orgullosos porque en Bolivia 
dicen que vamos por el buen camino, pero no hay ninguna duda de que este es el mal camino, esto 
nos aparta de las normas internacionales y nacionales en la materia. Coincido en que clasificar es muy 
bueno, pero no perdamos tiempo en esas cosas, eso forma parte de las preocupaciones de todos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De todos no, pensamos distinto. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Es casi una costumbre en esta Comisión, que integro desde la Legislatura 
pasada, esta especie de ida y vuelta en el que se toma el informe del Comisionado Parlamentario 
como palabra de Dios y luego se interpela a las autoridades competentes acerca de ese informe. Yo no 
tengo por qué dudar de él, porque es un funcionario del Parlamento elegido por todos, pero de alguna 
manera las denuncias que hace se someten a la Justicia Penal a los efectos de que esta las constate. 
De todas formas, no se me escapa lo que dijo el Diputado Radío en cuanto a que la narración de los 
hechos, así como algunas afirmaciones que se hicieron, pueden llevar a concluir que efectivamente 
esas cosas pueden haber sucedido. Yo no tengo la certeza de que los hechos sean como han sido 
planteados. 


Quiero preguntar al Ministro y a su equipo si recibieron en tiempo y forma estos informes, tal 
cual indica la ley del Comisionado Parlamentario, que dice que deben elevarse a las autoridades 
competentes. 


Otra cosa que quería decir es que nosotros tenemos cinco informes, cuatro en un tomo y otro 
aparte, que informan sobre los hechos acaecidos en la Cárcel de Canelones, que han sido el objeto 
principal de las preguntas de los señores Legisladores, no del desarrollo que han hecho las 
autoridades del Ministerio del Interior. 


Por otra parte quiero rescatar -porque no se ha hablado de eso y yo quiero hablar- que hay 
dos informes del Comisionado Parlamentario sobre temas importantes. Uno se refiere a los sucesos 
acaecidos en el Complejo Carcelario de Santiago Vázquez; el señor Comisionado Parlamentario arriba 
a determinadas conclusiones de las cuales no escuché ningún comentario, y yo quiero comentar al 
respecto. El Comisionado Parlamentario plantea que eso ha constituido un hecho grave, que solo por 
azar y fortuna no resultó abatido un funcionario al repeler la agresión, y que el procedimiento de 
búsqueda, hallazgo y captura de los fugados fue inmediato, eficaz y conforme a derecho. Quiero 
resaltar esto, porque no me quiero quedar con un pedazo de las cosas que dice el Comisionado 
Parlamentario: como Legisladora tengo la obligación de leerlo todo. 


El informe también dice que la presencia del Coordinador del Área Metropolitana del Instituto 
Nacional de Rehabilitación, Inspector General Eduardo Pereira Cuadra, y su eficaz labor de conducción 
en el lugar de los hechos, contribuyeron al resultado señalado. En el cuarto punto dice algo muy 
importante. Dice que el uso de la fuerza con resultado letal -fallecimiento de un interno- se produjo en 
un contexto de riesgo para los funcionarios, quienes respondieron en forma racional, proporcional y 
progresiva. A su vez, en el quinto punto se plantea que se destaca la profesionalidad y el compromiso 
de todos aquellos que arriesgaron su vida con el propósito de evitar la fuga y prevenir males mayores. 
Digo esto porque quiero que quede constancia en la versión taquigráfica de que estamos tratando un 


paquete de cinco informes, no uno. Y a mí me interesa hablar de los cinco; no rehuyo hablar sobre 
ninguno. 


A su vez, en la nota que está incluida en el segundo informe, con el título "Informe del 
Comisionado Parlamentario sobre la implementación en el Establecimiento Punta de Rieles del nuevo 
modelo de gestión penitenciaria", de 18 de noviembre -no lo voy a leer porque todos los Legisladores lo 
tienen- el señor Comisionado Parlamentario dice que la Dirección del establecimiento, a cargo del 
Comisario Inspector Jorge Sosa y su equipo de colaboradores, viene desarrollando un destacable 
esfuerzo, que es justo tener en cuenta. También dice que en los últimos meses esta Oficina ha 
realizado un especial seguimiento de la experiencia, constatando importantes avances. ¿De qué 
estuvo hablando la psicóloga Fulco? ¿De qué estuvo hablando el Ministro? 


Después de hacer una serie de enumeraciones de temas vinculados a esto, inspirado en 
exitosas experiencias regionales con la colaboración de ILANUD, al final dice: "En mérito de la 
trascendencia de la noticia, cumplo en ponerla en su conocimiento". 


Quiere decir que el Comisionado Parlamentario, que es un funcionario que hace de nexo 
entre esta Casa y el sistema penitenciario, también nos trae buenas noticias. No solo trae noticias en 
las que nos focalizamos durante cuatro o cinco horas debatiendo si un funcionario estaba parado en un 
ángulo o en el otro, sino que también nos brinda buenas noticias. 


Con respecto a las denuncias que nos comunica el Comisionado Parlamentario, quiero hacer 
algunas consultas al señor Ministro y a sus asesores. ¿Por qué no? Por ejemplo, han surgido 
denuncias vinculadas con la atención médica de los reclusos. Sé que los reclusos atendidos por ASSE 
tienen una mejor atención médica que los atendidos por el personal médico penitenciario. Si me dicen 
que bajo el sistema de ASSE están mejor atendidos, me gustaría saber si ASSE va a asumir el 
compromiso de atender a los reclusos en el Instituto Nacional de Rehabilitación. 


Por otro lado, no voy a sacar el cuerpo al informe que ha sido motivo de la atención de esta 
Comisión, que tiene que ver con los sucesos ocurridos en la cárcel departamental de Canelones. Esto 
motivó que el señor Comisionado Parlamentario elevara denuncia penal basándose en la Ley N*“18.026 
que tipifica la tortura. En su momento, planteé que si se interpretaba que se estaba ante un caso de 
tortura, sería bueno que por primera vez en este país se utilizara un elemento legislativo tan importante 
como la Ley N*18.026. 


Todos coincidimos, tanto las autoridades del Ministerio del Interior como el Comisionado 
Parlamentario -por lo menos no escuché opiniones discordantes- con que lo que ocurrió al principio del 
incidente estaba sujeto a derecho. Hay una segunda instancia narrada por el Comisionado 
Parlamentario que refiere a violaciones a los derechos humanos -si se comprueba que fue así, para mí 
son violaciones a los derechos humanos; lo digo porque no tengo por qué ocultarlo- que tienen que ver 
con determinado espíritu de represalia del personal penitenciario con respecto a algunos reclusos, que 
luego, en el trámite lógico que debe llevar adelante el Ministerio, no cuentan las mismas cosas. En la 
historia de los informes del Comisionado Parlamentario en esta Comisión nos hemos cansado de 
escuchar que los testimonios de los reclusos muchas veces difieren, según el interlocutor con el que 
están. Es más, el Comisionado Parlamentario nos ha planteado muchas veces que el grado de 
confianza que puede tener un recluso para plantear ciertas cuestiones, depende de la persona de su 
oficina que vaya. 


También quiero decir que las Legisladoras y los Legisladores hemos ido a los 
establecimientos de reclusión. Yo participé de requisas junto con las autoridades y pude ver el 
tratamiento que se les da a los reclusos y las distintas formas en las que los reclusos trasmitían lo que 
estaba pasando en ese momento. Así que esto no me lo cuenta nadie. Y si yo quisiera ahora ir a 
cualquiera de los establecimientos penitenciarios, nadie me lo impediría. Yo no necesito que acá se 
coordine una visita para ir en grupo. Como Legisladora tengo derecho a ir a cualquier establecimiento 
penitenciario y solicitar a las autoridades que me permitan ingresar. 


SEÑOR MOREIRA.- ¡Si la dejan entrar! 


SEÑORA PAYSSÉ.- Esto no quiere decir que no podamos organizar una visita colectiva. 


Por lo tanto, quiero decir que es bienvenida la sensibilidad por la población reclusa de parte 
de todos los integrantes del sistema político. Pero también quiero decir que esa población reclusa está 
en la cárcel porque cometió delitos que han merecido la desaprobación de todos y que han sido objeto 
de numerosas intervenciones públicas, etcétera. Además, es bienvenido el avance que nos están 
planteando las autoridades, porque ¿quién instaló las latas en este país y quién las desinstaló? No 
quiero que nos pasemos facturas, pero sí hay que hacer esta pregunta. La dejo en el aire y no me 
interesa que me respondan. 


(Interrupción del señor Senador Moreira) 


No me importa el color del partido; lo que me interesa es en qué época surgió este tipo de 
violaciones a los derechos humanos, que no fueron denunciadas oportunamente por algunos. 


Por otra parte, quiero decir que es bueno tener orejas para escuchar lo que uno quiere, pero 
también es bueno tenerlas para escuchar lo que a veces no tenemos ganas. He escuchado muchas 
cosas y no tengo por qué no darlas por buenas, por ejemplo, lo que acaban de decir el señor Ministro y 
sus asesores con respecto a los esfuerzos que se están haciendo para concebir un nuevo sistema. 


Además, comprendo que la explicación que me dan acerca de cómo hay que redistribuir a la 
población reclusa es imprescindible. En ese sentido, voy a utilizar la palabra clasificación, que es 
horrible, porque hablar de clasificación de seres humanos es complicado, pero no encuentro otra. Sé 
que hay teorías a nivel internacional que ponen en duda si la clasificación es buena o mala, porque a 
veces se plantea que el recluso viejo es como el patriarca que da consejos al que recién ingresa y que 
no es bueno que se mezclen. Pero hoy el delito cambió, la situación es distinta y es imperiosa la 
clasificación. Los israelíes, que han sido nombrados en forma reiterada en esta Comisión, tienen cuatro 
mil quinientos presos por razones de seguridad en un lugar aparte. Es decir que también toman las 
precauciones para clasificar. 


Estamos recibiendo una información que deberíamos recepcionar, porque si no vamos a salir 
todos de acá diciendo lo que le parece a cada uno, hablando de una parte del informe, sin analizar todo 
lo que se nos está explicando respecto de lo difícil que es proveer personal, tecnología, readecuar la 
población reclusa, inclusive a hábitat mejores. Eso es producto de una realidad, ya sea cultural o 
social, que también debemos incorporar, no porque yo esté con la teoría de la punta de acá que 
mencionó el señor Ministro de los dos modelos que hay que mezclar. No, yo creo que hay que mezclar, 
y estoy de acuerdo con el señor Ministro, pero debemos hacernos cargo de que eso es así. 


Me parece muy saludable que los traslados se hagan en función de esa clasificación, pero 
también cuando se tenga la certeza de que mejorará el sistema. Por eso, me parece bien haber 
escuchado al señor Ministro insistir tres o cuatro veces en este punto. Se trata de un sistema, y no es 
que el Ministerio esté procurando "bancarse" el hacinamiento a cualquier precio. No. Se intenta buscar 
soluciones que no se basen exclusivamente en bajar el hacinamiento, porque entonces basta con 
repartir gente por unos cuantos lugares y se terminó el problema. No es así. Creo que debe existir una 
progresionalidad. 


SEÑOR MOREIRA.- La progresionalidad no existe. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Escuché al señor Ministro decir que hay plazas en Rivera, Maldonado, Libertad y 
en Punta de Rieles y progresivamente se irán cubriendo, cuando se den todas las condiciones 
holísticas para que esa nueva forma de trato de los reclusos -que, además, parto de la base que tiene 
como objetivo la rehabilitación o habilitación, reinserción o inserción; el "re" no lo quiero poner en todos 
los casos, como lo sabe el señor Ministro- sea un éxito, un avance para mejorar un sistema 
penitenciario que tiene complejidad y que el Gobierno no las niega, ni tampoco yo como Legisladora 
del Partido de Gobierno. 


Hoy me llevo información de cómo se está trabajando y eso me alienta. Seguramente a todos 
nos gustaría que todo fuera más rápido, que apretáramos un botón y estuvieran los scanners en los 
lugares que nos gusta, pero no es posible. Todo es distinto y creo que tenemos que trabajar en las 
realidades. 


Por lo tanto, confío y espero que los resultados de las investigaciones que están en curso, 
una de ellas de Asuntos Internos, sean informadas a esta Comisión, como siempre, y al mismo tiempo 
quiero esperar a que se expida la Justicia Penal, que si dice que hubo violación de los derechos 
humanos y torturas, nosotros nos haremos cargo de que eso no puede suceder más, porque parto de 
la base de que el Ministerio del Interior está en la misma línea. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- En primer lugar, quiero decir que tengo muy buena relación con 
el Comisionado Parlamentario. Hablo con él, consulto, me plantea cosas, me informa, no 
necesariamente por escrito y muchas veces me ha planteado cosas que yo tuve en cuenta, y sin 
papeles. 


Sin embargo, en este caso se presentó una denuncia penal, y desde el momento en que se 
formaliza algo, no podemos tomarlo tal cual, sino iniciar una investigación. Precisamente, la 
investigación está en la segunda parte del relato, pero a nosotros formalmente no nos consta, porque 
hablamos con las personas que pasaron por eso y nos dicen que no. No nos pueden decir que 
tenemos que hacer tal cosa, si no nos consta. 


En otras situaciones se nos ha dicho que pasa tal cosa y corregimos inmediatamente, pero 
acá existe otra cuestión. Si se da la formalidad de la denuncia, debemos asumir la formalidad de la 
investigación, y si no resulta lo mismo, por la razón que fuera, lo diremos. Inclusive, habrán notado que 
dije al principio que el no haber constatado primariamente los hechos, no quiere decir que no hayan 
pasado. Debemos tener constancia de que pasó, y no solo basarnos en la denuncia. 


Entonces, tenemos que seguir investigando, y hay dos en curso, distintas. 


Hemos hablado de las dudas sobre los operadores penitenciarios, pero en el informe sobre 
Punta de Rieles -no lo leí, lo hablé, pero supongo que dirá lo mismo- se destaca el trabajo de los 
operadores penitenciarios. Entonces, no me puedo quedar con que en cierto momento opinaba que no 
podían hacer determinadas cosas y luego cambia de opinión y dice que están trabajando bien. 


En ese informe se fundamenta por qué no queremos llevar de Canelones a Punta de Rieles, 
porque si lo hacemos solo para bajar el hacinamiento probablemente estropeemos todo el trabajo que 
se hace en Punta de Rieles. Podremos hacerlo, pero tenemos que demorar un poco más, porque quien 
llegue a Punta de Rieles tendrá que adecuarse al trabajo que se hace ahí. 


Conocemos casos de gente que va a Punta de Rieles y a la semana pide volver al COMCAR, 
porque están mejor hacinados, saneamiento roto, etcétera. Allá tienen privilegios, dudosos, pero 
acceden a la droga, al control de otros presos y prefieren esos privilegios que ir a Punta de Rieles, 
cuando la mayoría que va ahí dice que pasaron como en un hotel cinco estrellas. 


Si trasladamos trescientos reclusos de estas características, estropearíamos todo lo que se 
hace en Punta de Rieles. Por eso, queremos bajar el hacinamiento, pero adecuándolo al sistema. 


Se preguntó sobre ASSE. Es cierto que ASSE está haciendo un buen trabajo, pero le hemos 
pedido que incremente su trabajo en otras cárceles, y nos dice lo mismo que decimos nosotros en 
algunos casos: "Está bien, pero no podemos hacerlo de golpe, y tenemos que ir avanzando hacia eso". 
Les pedimos que avancen más rápido, pero eso significa recursos, gente y no lo pueden hacer por arte 
de magia. También entendemos que mejoró mucho la atención médica, a partir de que la asumió 
ASSE, y queremos proyectarla a todo el sistema, pero no podemos exigirlo. Cada vez avanzamos más 
y creo que será un cambio importante cuando ASSE asuma la atención médica en Canelones. En ese 
sentido, el Comisionado también presentó una denuncia formal contra los médicos, por omisión de 
asistencia. Entonces, como se presentó formalmente, tenemos que investigarla formalmente. Para 


decirlo fácil, es mejor la atención médica de ASSE que la de los médicos penitenciarios y nosotros 
queremos ir hacia eso. Insisto en que la relación con el Comisionado es buena, pero en este caso, se 
establece una formalidad que nos obliga a proceder de la misma forma. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Simplemente quiero dejar constancia de que el Comisionado 
Parlamentario, como todo funcionario público, cuando se obstruyen los acuerdos que se hacen 
oralmente y constatadas las sospechas de determinados delitos, tiene la obligación de hacer la 
denuncia como lo hizo. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Está claro eso. Lo que digo es que, comenzada la formalidad, 
nosotros tenemos ese camino. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Quiero realizar una muy breve reflexión, porque esto se ha extendido 
demasiado. 


Creo que los aspectos puntuales por los cuales el Ministro ha sido llamado a responder sobre 
esta denuncia que había hecho el Comisionado Parlamentario se han realizado, y ha quedado muy 
claro que, en definitiva, se ha actuado como se debía. No es ese el aspecto que quiero tocar. Acá se ha 
hablado mucho del sistema carcelario. 


Por otro lado, el Senador Moreira está preocupado por la lentitud. 
SEÑOR MOREIRA..- Sí, muy preocupado. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Al respecto quiero decir que no hay reforma en el mundo de una crisis 
estructural que se quiera resolver con un sistema en corto tiempo; no la hay. Para ello pasan muchos 
años, sobre todo cuando se inicia desde el punto cero, en una crisis tan grande que hay que armar un 
sistema, y para ello hay que contar con recursos pero, además, poner en marcha el sistema integral, 
crear servicios, etcétera. Así sucede con la reforma de la salud que estamos implementando y que 
recién lleva cuatro años. Los objetivos vamos a tenerlos en quince años. Entonces, no es que el 
proceso no vaya rápido, va en los tiempos que debe ir. 


Me consta la preocupación obsesiva que tiene este Ministerio y sé que está haciendo todos 
los esfuerzos para que esto avance. Ahora bien, entiendo que no puede avanzar más rápido de lo que 
lo está haciendo, porque, entre otras cosas, se precisaban recursos presupuestales -que votamos- y 
recursos humanos, que recién se están implementando. En esta reforma integral del sistema -lo dijo el 
Ministro varias veces- no hay que resolver un problema puntual, porque, sistemáticamente, el problema 
está en todas las cárceles. Se está avanzando en las etapas como lo planificado, y estoy 
absolutamente convencido de que, por más que queramos que el problema carcelario se resuelva en 
seis meses -el Senador, el Ministro y todos lo queremos- no es posible, porque es muy difícil cuando 
hay una crisis estructural tan grande, sobre todo cuando no se trata de reformas puntuales sino 
sistémicas; eso es muy complicado. Entonces, no hay que confundir lentitud con la decisión obsesiva 
que se tiene con este tema. No se trata de lentitud sino de los tiempos necesarios que cada una de las 
etapas van teniendo, de acuerdo con las posibilidades. Creo que los tiempos se van dando. Tengo 
absoluta confianza de ello, porque conozco el desarrollo del sistema que se está implementando y le 
doy al Ministro los tiempos necesarios, en función de esta experiencia que se tiene en el mundo con 
respecto a los tiempos de las reformas. Va a suceder lo mismo con la reforma de la salud que va 
avanzando y todavía tenemos diez años más para que se cumplan los objetivos. 


SEÑOR MOREIRA.- Acá hay una Administración que tiene siete años; no comenzó, es la sucesión. El 
otro día discutíamos, en oportunidad de la reunión con ASSE, cuánto tiempo hacía que habían entrado, 
pero viene de atrás; se trata de una sucesión de responsabilidades. Entonces, si se perdió un tiempo 
precioso durante cinco años, en los cuales se tuvo una visión absolutamente equivocada y se decía 
que no había hacinamiento, que el problema no era tal y no se llevaban a cabo determinadas cosas, no 
me pueden decir ahora que no puedo hablar de exasperante lentitud, porque la hay. Hace un año y 
medio que se dictó esta ley. Entonces, me pregunto por qué no se han hecho más rápido estas cosas. 
Me podrán demostrar que estoy equivocado pero tengo la absoluta convicción de que es así. 


Con respecto al tema de las visitas al establecimiento de Libertad discrepo con la Diputada, 
porque no podemos entrar a las cárceles por el solo hecho de ser Legisladores; nos tiene que autorizar 
la autoridad carcelaria. El Comisionado Parlamentario sí puede hacerlo porque tiene facultades y un 
instituto jurídico especial. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El tema de la visita lo vamos a resolver. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Había realizado una pregunta con respecto a la cual no tuve respuesta y es si el 
señor Ministro ha recibido en tiempo y forma los informes, porque eso está en la ley del Comisionado 
Parlamentario y porque es una norma que tratamos de aplicar siempre. Parece totalmente absurdo que 
el informe del Comisionado Parlamentario esté circulando por la prensa y que la autoridad competente 
no tenga conocimiento de ellos. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Algunos sí, otros no. 


Voy a repetir algo que dije un montón de veces. El Gobierno anterior hace una propuesta 
electoral de acuerdo con lo que la gente entendía que en ese momento eran sus prioridades. Estas 
eran: el empleo, la salud y la educación. Y cuando se elaboró el Presupuesto se dio prioridad a esas 
cosas y a la obra pública. La seguridad no era una prioridad, por lo tanto no hubo prioridad 
presupuestal. Cuando empiezan a producirse algunas mejoras en los tres temas prioritarios, cuando 
mejoran los índices económicos y sociales la gente empieza a considerar el tema de la seguridad como 
prioridad, como pasa en todos lados. Eso sucedió en Nueva York, previo a Giuliani 


Cuando mejoran los índices económicos y sociales, la gente empieza a considerar como 
una prioridad la seguridad. Con esto no quiero decir que durante esos períodos no haya problemas con 
la seguridad, pero hay otros que son considerados más graves. En el período anterior no se priorizó la 
seguridad a nivel presupuestal porque no era la prioridad de la gente. 


Además, el problema carcelario es muy grande y es difícil solucionarlo. Yo recuerdo que la 
ex Ministra Tourné planteaba sistemáticamente en el Consejo de Ministros el problema carcelario, pero 
no había presupuesto para solucionarlo. 


Este problema se considera prioritario a partir de 2009, el Gobierno lo asume de esa manera 
en el año 2010, y los recursos se obtienen a partir de 2011, los cuales se sumaron a los que se votaron 
en la ley de emergencia carcelaria que se sancionó a mediados de 2010. Realmente, esos recursos 
fueron muy útiles porque avanzamos muchísimo. Inclusive, con esos recursos agrandamos las 
cárceles de Rivera, Maldonado y Punta de Rieles, lo cual no estaba previsto. Esos recursos sirvieron 
para comenzar a resolver la emergencia, no para terminar con ella. Quería realizar esa aclaración -que 
hice un montón de veces- porque no estamos hablando de continuidad, sino de atender problemas 
diferentes. Como dije, en 2009 se establece la seguridad como una prioridad y se toma en cuenta la 
emergencia carcelaria. 


SEÑOR RADÍO.- Quiero hacer una consideración con respecto a lo último que acaba de decir el señor 
Ministro. 


Yo puedo tomar como bueno que el Gobierno anterior no consideró que la seguridad era una 
prioridad porque no era una demanda pública y que logró que se transformara en una prioridad para la 
opinión pública por lo bien que mejoró la educación y todo lo demás que mejoró en este país. Puede 
ser, pero lo que constato es que el Gobierno cambió el discurso en cuanto a la seguridad; creo que no 
descubro nada diciendo eso. Me aburrí de escuchar que en este país no había problemas de seguridad 
y que era solo una sensación térmica; inclusive, se utilizaba esa expresión, y eso no lo inventé yo. 


Además, este problema no solo se transformó en prioritario sino que se cambió el discurso. 
Eso tiene que quedar claro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nos hemos salido varias veces del tema en el correr de la reunión, pero lo 
bueno es que todos han podido expresarse. 


Los temas carcelarios son altamente complejos, y eso hace que no haya soluciones simples. 
Es cierto que en el país, hace muchos años, hubo algunos modelos carcelarios, pero había otro tipo de 
delincuentes y no existía la pasta base, etcétera. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Además, los chorros tenían ciertos códigos como, por ejemplo, no robar 
en su propio barrio. 


Asimismo, la cárcel de mujeres tenía reclusas solo por dos delitos: por haber matado a sus 
maridos, hartas de sufrir violencia, o aborteras. Ahora hay mujeres jóvenes vinculadas a la pasta base 
y, por lo tanto, a la rapiña, al hurto e, inclusive, al homicidio. Entonces, si no miramos eso y no lo 
hacemos con seriedad, podemos decir todos los discursos que queramos pero no vamos a resolver 
nada. 


Quería dejar esta constancia porque me parece que era necesaria. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Quisiera agregar que hay mujeres vinculadas al narcotráfico 
pesado, y eso cambia la situación de las reclusas en la cárcel. Esto lo hemos hablado con el 
Comisionado. Hay mujeres que mandan parar adentro de la cárcel y realizan fuertes amenazas, no 
solo con lo que les puede pasar a las reclusas, sino a sus maridos que están en el COMCAR o en el 
Penal de Libertad. En realidad, se ha establecido un cambio importante en las cárceles, que nos lleva a 
la necesidad de hacer esa clasificación, por más que la palabra no gusta. 


Hace unos días se recibieron amenazas diciendo que si no se sacaba a las cuatro mujeres 
que estaban en exclusión, se iban a portar muy mal. O sea que había una organización para defender 
a esas reclusas. Este tipo de cosas son las que complican la situación, por lo que se requiere llevar a 
cabo transformaciones edilicias en el Centro Nacional de Rehabilitación de Mujeres. 


Por tanto, es importante tener en cuenta este nuevo comportamiento que se incorporó. 


SEÑOR CABALLERO.- Después de escuchar la ponencia de los señores Legisladores, quisiera hacer 
un comentario, sobre todo porque tengo la responsabilidad de estar al frente del Instituto Nacional de 
Rehabilitación. 


El señor Legislador Moreira dijo que hay que darle velocidad al tema, y yo muchas veces, 
cuando llego a mi casa, me pregunto si habremos avanzado, si no nos habremos quedado, y al otro 
día, cuando inicio la jornada, lo hago con otro empuje, porque en el grupo de trabajo que tenemos 
-funcionamos como un Gabinete- tenemos una vocación de servicio muy fuerte y durante el tiempo que 
he estado al frente del Instituto hemos metido fuerza y garra -como dicen los muchachos- tratando de 
encauzar este gran sistema. 


Hago mías las palabras del señor Legislador en el sentido de que todo cambio es resistido. 
Esto también me pasa con los policías; en ocasiones, cuando planteo la situación de los operadores 
penitenciarios, ellos tienen una posición definida. Entonces, tengo que trabajar sin generar conflictos 
dentro del Instituto, para mejorar. 


Quisiera comentar rápidamente que hemos definido una planificación para atender los 
requerimientos de todos los establecimientos carcelarios del área metropolitana. Me refiero a los 
centros que están en Montevideo y al Penal de Libertad. Estamos haciendo un trabajo muy fino, porque 
debemos tener en cuenta una cantidad de factores. Por ello, permanentemente debemos realizar 
consultas. Quizás para ustedes eso sea fácil de manejar, pero a quienes tenemos otro tipo de 
formación nos cuesta un poco. De todos modos, estamos haciendo un gran esfuerzo. 


Creo que ahora se están dando pequeños pasos y tengo mucha confianza en la gente que 
está trabajando en el Instituto. Tenemos áreas muy bien definidas y quiero creer que el año próximo 
esto va a tener otra proyección y se van a ir mejorando los establecimientos carcelarios. Junto a la 
asesora Fulco nos esforzamos todos los días para hablar con los reclusos, los policías y los 
operadores para saber lo que falta y tratar de mejorar la infraestructura, porque como uruguayo siento 
el gran compromiso de sacar esto adelante. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia del señor Ministro del Interior, del Inspector 
Caballero y de la licenciada Fulco. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 20 y 9.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


